
 
			[image: Imagen de portada]
  


		
			El giro a la izquierda de América Latina

		


		
			El giro a la izquierda de América Latina

			Coordinación de Jorge Lanzaro

		


		
			Coordinador: Jorge Lanzaro

			Participantes: Florencia Antía, Joseph C. Bazler, Nicolás Bentancur, Luis Bértola, Germán Bidegain, Juan Bogliaccini, Tomás Bril Mascarenhas, Fabricio Carneiro, Fernanda Cimini, María Lorena Cook, Sofía Cordero, Gustavo De Armas, Sebastián Etchemendy, Guillermo Fuentes, Alexandre Guimarães, Juan Labraga, Diego Luján, Aldo Madariaga, Ester Mancebo, Fernando Mayorga, Carmen Midaglia, Verónica Pérez Bentancur, Cecilia Rocha Carpiuc, Víctor Tricot, Marcel Vaillant, Daniela Vairo.

			© 2022, Jorge Lanzaro

			Derechos exclusivos de edición reservados para todos los países del mundo:

			© 2022, Editorial Planeta S.A.

			Cuareim 1647, Montevideo - Uruguay

			1.ª edición: febrero de 2022

			ISBN 978-9915-663-86-9

			De acuerdo con el artículo 15 de la Ley N.° 17 616: «El que edite, venda, reproduzca o hiciere reproducir por cualquier medio o instrumento —total o parcialmente—; distribuya; almacene con miras a la distribución al público, o ponga a disposición del mismo en cualquier forma o medio, con ánimo de lucro o de causar un perjuicio injustificado, una obra inédita o publicada, una interpretación, un fonograma o emisión, sin la autorización escrita de sus respectivos titulares o causahabientes a cualquier título, o se la atribuyere para sí o a persona distinta del respectivo titular, contraviniendo en cualquier forma lo dispuesto en la presente ley, será castigado con pena de tres meses de prisión a tres años de penitenciaría», por lo que el editor se reserva el derecho de denunciar ante la justicia Penal competente toda forma de reproducción ilícita.

		


		
			
Presentación 
El giro a la izquierda en América Latina


			Jorge Lanzaro

			En América Latina, al despuntar el siglo XXI, después del ciclo de reformas liberales de los años 1990 y en cierto modo como una de sus consecuencias, se produjo un acontecimiento extraordinario: el «giro hacia la izquierda», la mentada «marea rosa» (pink tyde), que lleva a la instalación de gobiernos de izquierda o centro izquierda en un buen número de países de la región.

			Presidentes de izquierda en América Latina a principios del Siglo XXI

			
				
					
					
				
				
					
							
							Argentina

						
							
							Néstor Kirchner (2003-2007), Cristina Fernández de Kirchner (2007-2015), Alberto Fernández (2019-2023)

						
					

					
							
							Brasil

						
							
							Luiz Inácio Lula da Silva (2002-2010), Dilma Rousseff (2011-2016)

						
					

					
							
							Bolivia

						
							
							Evo Morales (2006-2019), Luis Arce (2019-2024)

						
					

					
							
							Costa Rica

						
							
							Carlos Alvarado (2018-2022)

						
					

					
							
							Chile

						
							
							Ricardo Lagos (2002-2006), Michelle Bachelet (2006-2010, 2014-2018)

						
					

					
							
							Ecuador

						
							
							Rafael Correa (2007-2017)

						
					

					
							
							El Salvador 

						
							
							Mauricio Funes (2009-2014), Salvador Sánchez (2014-2019).

						
					

					
							
							México

						
							
							Andrés Manuel López Obrador (2018-2024)

						
					

					
							
							Nicaragua

						
							
							Daniel Ortega (2007-2022)

						
					

					
							
							Paraguay

						
							
							Fernando Lugo (2008-2012)

						
					

					
							
							Uruguay

						
							
							Tabaré Vázquez (2005-2010, 2015-2020), José Mujica (2010-2015)

						
					

					
							
							Venezuela

						
							
							Hugo Chávez (1999-2013), Nicolás Maduro (2013-2021)

						
					

				
			

			Parafraseando a Samuel Huntington, podría decirse que sobrevino una «tercera ola» de las izquierdas en América Latina: si contamos a partir de las emergencias de los años 1960 y 1970 — en el ciclo que va desde la Revolución Cubana hasta la tragedia de la Unidad Popular en Chile — con una segunda tanda, que al correr de la década de 1980 se desplaza hacia Centro América, por obra de diversos movimientos políticos y militares, destacando en su hora la Revolución Sandinista en Nicaragua (1979-1990). La etapa que se abre a comienzos del siglo XXI dio lugar a sucesos diferentes de los que pudo haber en aquellos dos tramos o en el pasado anterior, presentando un panorama que despierta una atención destacada en el debate público y en la reflexión académica.

			Los primeros abordajes sobre este acontecimiento apuntaron a analizar las condiciones de surgimiento de estos gobiernos, las cuales inciden a su vez en el tipo de gobierno que se instala en cada caso. Esto llevó a retomar las consideraciones sobre el período de auge del neoliberalismo, atendiendo sobre todo a sus consecuencias en el plano económico, en las estructuras sociales y en el sistema político. En ese cuadro, hubo indagaciones sobre las peripecias del sindicalismo y de los movimientos sociales, resaltando en particular los estudios sobre la evolución de los partidos y los sistemas de partidos.

			Por opción teórica y en vista del relevamiento empírico de los diversos escenarios latinoamericanos, en los trabajos de punta sobre el giro a la izquierda y en nuestra propia investigación al respecto, la condición del sistema de partidos es un factor determinante: tanto de las modalidades de ascenso de las fuerzas que impulsaron ese giro a la izquierda, como de las características de los gobiernos que se establecen consecutivamente y que protagonizan la fase post-liberal. Hay en este orden una distinción política básica. Por un lado tenemos a las izquierdas institucionales, que se abrieron camino en una ruta competitiva: con partidos organizados y de cierta trayectoria, en sistemas de partidos plurales, relativamente institucionalizados, en estructuras de competencia más firmes y exigentes. Por otro lado, tenemos a las izquierdas de sesgo populista, que prosperaron en sistemas de partidos de debilidad endémica, en procesos de desinstitucionalización o en colapso.

			Este mapeo de las rutas de ascenso dio paso al esfuerzo de caracterización de los gobiernos establecidos, inaugurando el siguiente capítulo en la saga de los estudios sobre el giro a la izquierda. La forma de llegar al gobierno tiende a influir en la forma en que se ejerce el gobierno, por lo general y al menos en un principio, con una reproducción de las pautas de origen. Por ende, la distinción del presidencialismo con partidos y sin partidos, que remite a una larga cadena de experiencias de gobierno en la región latinoamericana y que se manifestó en el ciclo neo-liberal de los años 1990, vuelve al tapete y se pone en obra durante la «era progresista» del siglo XXI. Superando las referencias de corte valorativo a las «dos izquierdas» (Petkoff 2005, Castañeda 2006), surgieron entonces algunas tipologías más elaboradas, que toman al sistema de partidos como variable fundamental, considerando en su caso a los movimientos sociales intervinientes, para avanzar en la cartografía de los gobiernos, su calidad democrática y eventualmente el tenor, más moderado o más radical, de sus discursos y de sus agendas reformistas. (1)

			Luego llegaron las evaluaciones sobre la performance de estos gobiernos, mediante estudios de casos nacionales y análisis comparados de dos o más países, con enfoques sobre las reformas económicas, las políticas sociales, las relaciones laborales, el desarrollo de los derechos democráticos, las fronteras de la ciudadanía y la inclusión social. (2)

			Hacia el término de la segunda década del 2000, cuando se manifiesta una inflexión en el ciclo de fortuna de las izquierdas latinoamericanas, hay publicaciones que vuelven sobre dichas temáticas. Un libro editado por Manuel Balán y Françoise Montambeault (2019), plantea interrogantes acerca de los «legados» que deja este período, con investigaciones sobre distintos aspectos de la ampliación de la democracia y de la inclusión ciudadana. A su vez, inspirándose en la obra seminal de David Collier y Ruth Berins Collier de 1991, la colección de trabajos coordinada por Eduardo Silva y Federico Rossi (2018) parte de la base de que — durante la era progresista del siglo XXI — se produce una «segunda incorporación» popular, mediante una remodelación de la arena política, que viene a replicar, a través de nuevas formas y con nuevos actores, los procesos que se registraron en América Latina en la primera mitad del siglo XX. Con una preocupación similar, varios discípulos de los Collier, convocados por Diana Kapiszewski, Steve Levitsky y Deborah Yashar (2021), realizan a su vez una serie de estudios sobre el «new inclusionary turn», tomando en cuenta el conjunto de «reformas incluyentes», las políticas redistributivas, el reconocimiento de las identidades culturales, la protección de las minorías y la «explosión de la participación», que se detectan en la región desde el umbral de los años 2000.

			Nuestro libro sobre El Giro a la Izquierda en América Latina se suma a estos esfuerzos con un perfil propio y quiere ser una contribución a los balances sobre este período tan relevante de la historia contemporánea de nuestra región.

			Siete por Seis

			Como lo indica el sub título del libro, nuestro aporte consiste en una serie de trabajos sobre las Políticas Públicas en Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Ecuador y Uruguay a principios del Siglo XXI, precedida por un set de estudios sobre la configuración política de los gobiernos del giro a la izquierda. Siete por seis: son siete secciones sobre temáticas relevantes que cubren seis países de América del Sur, expuestos en un total de catorce capítulos, con abordajes de geometría variable, según el universo de casos considerados en cada trabajo. Es una cartera rica y diversificada de investigaciones y ensayos, que acercan elementos valiosos para el análisis empírico y la discusión teórica, interviniendo en los debates en curso sobre los avatares de este ciclo de la historia de América Latina.

			A diferencia de lo que ocurre con buena parte de la bibliografía en la materia que hemos citado, este libro está escrito por autores que en su gran mayoría son investigadores de los seis países considerados. Hay entre ellos un buen número de uruguayos, pero hay asimismo argentinos, bolivianos, brasileños, chilenos y ecuatorianos, sumándose asimismo algunos colegas de los Estados Unidos. Mujeres y hombres de distintas generaciones y de distinta formación, todos ellos especialistas muy calificados en los temas que tratan, con un predominio neto de las disciplinas de la Ciencia Política, de la Economía Política y en cierta medida de las Sociologías.

			I — Configuración Política de los Gobiernos de Izquierda

			La primera sección obra en cierto modo como portal para la sección sobre políticas públicas, ya que resalta algunos de los aspectos más significativos de la Configuración Política de los Gobiernos del Giro a la Izquierda en América Latina y ayuda a explicar la performance que estos han tenido en las arenas políticas.

			Esta sección consta de tres capítulos. El primero de ellos «Gobiernos y partidos en el giro a la Izquierda» (1), describe la «tercera ola» de las izquierdas que marca la entrada de América Latina en el siglo XXI y procura clasificar los distintos tipos de gobiernos que componen este ciclo histórico, en base a las características del sistema de partidos en cada país y a la cartera de recursos de poder disponibles, en el entendido de que estas variables constituyen indicadores privilegiados de la naturaleza de los regímenes políticos. En el segundo capítulo, «Sistemas de Partidos y Oposición Política en el Giro a la Izquierda» (2), Diego Luján y Daniela Vairo analizan los cambios en los sistemas de partidos y la incidencia de la oposición política en los seis países considerados en este libro, entre 1995 y 2015.

			En el tercer capítulo, «Coaliciones populares: sindicatos y movimientos sociales en los gobiernos de izquierda de América Latina» (3), Sebastián Etchemendy aborda una dimensión relevante y poco explorada, al elaborar un mapa de las coaliciones populares de los gobiernos de izquierda de Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Ecuador y Uruguay, incluyendo también el caso de Venezuela. Su análisis toma en cuenta la movilización electoral y la organización de intereses, distinguiendo en ese universo cuatro tipos de coaliciones populares: según se construyan con los sindicatos de trabajadores formales o con las asociaciones territoriales basadas en el sector informal o bien con ambos agrupamientos sociales.

			
II — Economía Política


			La segunda sección está dedicada a la Economía Política y se compone de cuatro capítulos. En el primero de ellos (4), Fernanda Cimini y Alexandre Guimarães trazan el cuadro general de « Los límites de las reformas económicas de los gobiernos de centroizquierda », analizando « los gobiernos de Argentina, Brasil, Chile y Uruguay». Su análisis confirma que, en una coyuntura internacional favorable, los gobiernos de izquierda y centro izquierda de estos países lograron avances económicos y sociales importantes. Sin embargo — más allá de la «relativa heterodoxia argentina» — dichos gobiernos adoptaron una «postura [muy] moderada» en la promoción de medidas orientadas a transformar efectivamente el modelo económico, debido a que asumieron las restricciones domésticas e internacionales imperantes.

			El capítulo de Luis Bértola (5) analiza «Las políticas industriales y tecnológicas de los gobiernos progresistas» en Argentina, Brasil, Chile y Uruguay, busca identificar esas políticas, cuantificarlas y evaluar su impacto sobre el crecimiento económico, los cambios en las matrices productivas, el desempeño de la productividad y la innovación. En sus conclusiones, más allá de diferencias país a país, el texto subraya una paradoja. Históricamente, las izquierdas postulaban cambios en las estructuras productivas, que debían conducir a una transformación de las relaciones sociales. Sin embargo, el ciclo de gobiernos progresistas coincidió con un período de auge de la demanda y de los precios de las commodities que fortaleció el poder de los sectores tradicionales y melló los propósitos de cambio estructural, condicionando el sustento de los programas sociales y la lucha contra la desigualdad. Hubo avances importantes en las políticas industriales y tecnológicas, pero fueron tímidos y siguieron dependiendo de los incentivos de la demanda, con escasos recursos y poca gravitación de las políticas sectoriales y de tipo sistémico.

			Sobre una temática cercana, aunque con un enfoque propio, el capítulo de Tomás Bril Mascarenhas (6), «Modelos de intervención del Estado en el financiamiento de la inversión vía política industrial», contrasta las pautas de intervención estatal en el financiamiento de la inversión, a través de las políticas industriales de los gobiernos de centro-izquierda, identificando en base a ello tres modelos distintos: neo-estatismo en Argentina, neo-desarrollismo en Brasil y neo-liberalismo en Chile.

			Juan Bogliaccini y Aldo Madariaga (7) se internan en un terreno poco explorado en América Latina y proponen un estudio comparado de la «Educación técnica y formación profesional» (Vocational Education and Training: VET), en cinco países del giro a la izquierda: Argentina, Bolivia, Brasil, Chile y Uruguay. Abordan esta problemática con un enfoque de economía política, analizando en cada caso la combinatoria de las estructuras productivas, los legados de políticas sociales y las capacidades estatales. Concluyen que dichos países muestran cierta inclinación a implementar la formación para el trabajo y la educación técnica, sobre todo a nivel terciario, aunque no es claro que tengan en esta materia un desarrollo mayor que el de los países en los que no ha habido gobiernos de izquierda.

			
III — Políticas Laborales


			La tercera sección del libro, dedicada a las Políticas Laborales, comienza con un capítulo panorámico sobre «Sindicatos y políticas laborales en los gobiernos de izquierda de Argentina, Brasil, Chile y Uruguay» (8), en el que María Lorena Cook y Joseph C. Bazler traen los sindicatos de vuelta al ruedo («Bringing Unions Back In»), (3) para analizar las políticas laborales en esos cuatro países, en una perspectiva teórica que enriquece el conocimiento de los gobiernos de izquierda en la región y desafía las tipologías existentes. Esta perspectiva permite calibrar mejor las diferencias y continuidades entre los gobiernos de izquierda y los gobiernos neoliberales. Sirve asimismo para explorar las diferencias y similitudes dentro del propio campo de las izquierdas, mostrando que los cuatro casos nacionales considerados presentan una gama diversa de políticas laborales. Chile se ubica en un extremo del espectro: las políticas de la Concertación para la Democracia en favor de los trabajadores se centraron en protecciones individuales, no en los derechos colectivos. En particular, los gobiernos de izquierda de Lagos y Bachelet impulsaron ciertas innovaciones, pero mantuvieron en buena medida la continuidad con el modelo neoliberal. Del lado opuesto del espectro, los gobiernos de Argentina y Uruguay fortalecieron las instituciones para la representación colectiva de los trabajadores y los sindicatos de estos países experimentaron un resurgimiento notable durante el giro a la izquierda. Brasil se ubica entre estos dos polos, en una posición «ambivalente». El PT tiene sus orígenes en el movimiento obrero y durante su gobierno se aprueban iniciativas importantes, registrándose una expansión del empleo formal y una densidad sindical, en un proceso más parecido al de Argentina y Uruguay que al de Chile. Pero en Brasil no se concretaron reformas laborales mayores y las posturas críticas sostienen que los sindicatos brasileños perdieron fuerza frente al gobierno. El mapa de las políticas laborales no se corresponde con las tipologías corrientes, puesto que revela diferencias marcadas entre los gobiernos de izquierda de Brasil, Chile y Uruguay, catalogados todos ellos en la casilla de las experiencias «moderadas», de corte social democrático. En contraposición, hay semejanzas notables entre los gobiernos de Argentina y Uruguay, que suelen ubicarse en distintas categorías políticas. A más de la relación de fuerzas entre los sindicatos, los empleadores y los partidos políticos aliados u opositores, la explicación de estas variaciones podría tomar en cuenta las diferencias en las leyes laborales, en la estructura sindical y en los mercados laborales. Y en todo caso, a futuro, para lograr una comprensión más cabal de los regímenes de izquierda en la región y elaborar eventualmente otras tipologías, las investigaciones necesitarán reincorporar a los sindicatos, bringing unions back in.

			El propósito comparativo anima también el capítulo (9) de Carmen Midaglia, Fabricio Carneiro, Florencia Antía y Guillermo Fuentes, «Historia de dos izquierdas: reformas laborales en los gobiernos del Partido de los Trabajadores (PT) y del Frente Amplio (FA) en los 2000». El trabajo resalta las diferencias en las políticas laborales de Brasil y Uruguay — con gobiernos de la misma familia de las izquierdas — y combina bien con el capítulo de Cook y Bazler, el cual muestra las semejanzas entre las políticas laborales de gobiernos de distinta estirpe, como se consideran usualmente los casos de Argentina y Uruguay. El PT y el FA son partidos políticos de trayectorias similares, que mantienen estrechos vínculos con los sindicatos y gobernaron en contextos de crecimiento económico. Ambos partidos plantearon proyectos sistémicos de reformas laborales y sindicales, en una agenda que prosperó ampliamente en Uruguay, pero no logró la misma efectividad en Brasil. En base a las teorías sobre los recursos de poder y la estructuración de los sistemas de partidos, la disparidad de resultados se explica en este estudio por la fragmentación y la dispersión ideológica en el arco de partidos en Brasil — que se hace sentir en la baja representación parlamentaria del PT y en las coaliciones heterogéneas con las que gobernó — en un cuadro político en el que pesa también la fragmentación que afecta a las centrales sindicales. En Uruguay en cambio, se mantuvo la central única, en hermandad histórica con la izquierda partidaria y la relativa debilidad sindical se vio compensada por la fuerza del partido gobernante: un conjunto disciplinado y con cierta convergencia ideológica, que tuvo mayoría absoluta en el Parlamento y llevó a cabo políticas laborales favorables a los trabajadores y los sindicatos, sin que los partidos de oposición ni las cámaras empresariales lograran bloquear sus iniciativas o introducir modificaciones de importancia.

			
IV — Políticas Sociales


			En la Sección IV, el capítulo de Gustavo De Armas (10) «La reforma social en América del Sur bajo gobiernos progresistas. Avances, límites y retos pendientes» explora las transformaciones en las políticas sociales y el desarrollo de los regímenes de bienestar en Argentina, Brasil, Chile, Ecuador, Bolivia y Uruguay, entre el año 2000 y el 2017. El trabajo analiza las políticas sociales y los cambios institucionales en sectores estratégicos — asistencia y seguridad social, educación y salud — que junto con las políticas laborales constituyen los pilares básicos de los regímenes de bienestar. A partir de ese recorrido — que ofrece un panorama amplio y pormenorizado — el capítulo plantea algunas conclusiones de conjunto, apuntando los avances y las limitaciones registradas, así como los desafíos pendientes.

			En los seis países que cubre el estudio se advierte un «esfuerzo de bienestar», que se traduce en un aumento sostenido del gasto público social, acompañado de una redefinición de los modelos de política social, con variaciones en el tipo de programas implementados y cambios en la institucionalidad del área social. A más de una ampliación de las coberturas y de un incremento de las prestaciones en el arco de políticas sociales, se instala una nueva generación de programas y de instituciones destinadas a reducir la pobreza. La incorporación o la expansión de las transferencias monetarias no contributivas y condicionadas, va acompañada del montaje de una serie de programas de distinto porte en las áreas de la asistencia y la seguridad social, en los ciclos de la educación y en los sistemas de salud.

			El fortalecimiento del estado — en distinta medida, según los países y según los sectores — tiene en este campo una manifestación peculiar. Más allá de las diferencias nacionales, se advierte cierto afianzamiento de la rectoría del estado como «autoridad social» y un desarrollo de las funciones estatales en el financiamiento, la regulación, el control e incluso la prestación directa de servicios sociales.

			Sin postular una relación lineal de causalidad, el estudio confirma que las políticas sociales implementadas durante el giro a la izquierda contribuyeron a reducir los niveles de pobreza y la desigualdad en la distribución del ingreso en los seis países considerados, verificándose con una disminución del Coeficiente de Gini, que es en general significativa, aunque registre caso a caso magnitudes diversas. Por cierto, intervienen aquí otros factores concurrentes: esta tendencia se abre camino al influjo de un ciclo de crecimiento económico vigoroso y cuando media una convergencia de los programas sociales con las políticas laborales, a lo que se suma en algunos casos la reforma de los sistemas tributarios.

			Dentro de este cuadro de avance regional, Gustavo De Armas resalta una diferencia a tener en cuenta. En los países que contaban históricamente con regímenes de bienestar más o menos robustos, construidos a lo largo del siglo XX — como es el caso de Argentina, Chile, Uruguay y según algunas tipologías, también de Brasil — la gestión de los gobiernos de izquierda se resuelve en innovaciones y desarrollos tendientes a ampliar y a fortalecer los sistemas de protección social. En Bolivia y Ecuador, que han tenido regímenes de bienestar más débiles (bajos niveles de gasto público social, coberturas y prestaciones limitadas, desigualdad en el acceso a los servicios), los gobiernos de izquierda impulsaron políticas de protección social que redujeron la brecha que los separa de los sistemas más desarrollados de la región.

			Queda por establecer si las políticas implementadas llevan a una remodelación en profundidad de los regímenes de bienestar, especialmente en lo que toca a las pautas de universalidad de los servicios, la cohesión social y la consolidación de los derechos de ciudadanía. La construcción de sistemas de protección social de mayor envergadura requiere ir más allá de las políticas focalizadas, buscando asentar regímenes que eviten los riesgos de la segmentación y procuren afirmar la integración social, a través de servicios universales de calidad, organizados como bienes públicos generales: tanto para la población en situación de pobreza como para otros sectores y en particular para las capas medias, mediante coaliciones políticas y alianzas de clase amplias, en ancas de una economía política del bienestar, progresiva y sustentable.

			V — Políticas Educativas

			Encabezando la sección V, el capítulo de Nicolás Bentancur y Ester Mancebo (11), «La educación en la era progresista: regulación y expansión» presenta las principales novedades y también las permanencias en el campo de las políticas educativas que se registran durante el giro a la izquierda en Argentina, Brasil, Chile y Uruguay.

			El estudio se centra en las revisiones que realizaron los gobiernos de estos países con respecto al status quo anterior y en particular a las reformas de los años 1990. Aunque la literatura en la materia suele ver en aquella generación de reformas un movimiento uniforme — en ancas del predominio que tuvo por entonces el pensamiento neo-liberal — el repaso que realizan Mancebo y Bentancur muestra que hubo efectivamente algunos atributos comunes, (4) pero también registra país a país diferencias significativas e incluso algunas divergencias marcadas. En consecuencia, en cada uno de los cuatro casos nacionales considerados, los puntos de partida son disímiles y a su vez, esa diversidad se hace presente en el ciclo de transformaciones de los años 2000.

			Para analizar el rumbo de las políticas educativas en la nueva era progresista Bentancur y Mancebo toman en cuenta dos dimensiones estratégicas: en primer lugar, las transformaciones legales del gobierno y la estructura de los sistemas educativos; en segundo lugar, las políticas de escolarización y de inclusión educativa, en el tramo de la educación obligatoria (no terciaria).

			Respecto a la primera dimensión, el texto considera cinco aspectos relevantes del diseño institucional de los sistemas educativos: los principios programáticos, su organización territorial, el compromiso financiero del Estado con los prestadores privados, el estatuto de los centros educativos y los mecanismos de participación social en los procesos decisorios. El trabajo recorre la experiencia de cada caso nacional y presenta luego un análisis comparativo de los cambios normativos registrados. En los cuatro países se verifica una tendencia a ampliar las competencias del estado central en la educación, como alternativa frente a las dinámicas preexistentes de mercantilización y de traspaso de responsabilidades a las unidades sub-nacionales. En esta etapa, el derecho a la educación — postulado como un derecho humano fundamental — se convierte en un nuevo «concepto estelar» (Braslavsky 1999) y viene a ser reconocido ampliamente como uno de los principios rectores de las políticas educativas. Sin perjuicio de la impronta estatista de estos gobiernos, en todos los casos se advierte la ampliación o al menos el mantenimiento de la financiación de la enseñanza privada con fondos públicos, más que nada a través de la renuncia fiscal: i) en base a la «alianza público privada» que prevalece históricamente en Argentina, ii) a una «privatización incremental» en Brasil o iii) a una «privatización latente» en Uruguay. Según Bentancur y Mancebo, se trata empero de una privatización residual, que en ninguno de estos tres países modifica los patrones históricos dominantes, ni lleva a soluciones mercantilistas radicales. En el caso de Chile sigue vigente el modelo privatista impuesto desde los 1980 por la dictadura de Pinochet, no obstante — aun sin abandonar ese modelo — el «giro a la izquierda» comienza a redefinir y a regular el sistema educativo en forma más estricta. En otra diferencia con el perfil que Chile tiene desde aquella época, en los demás países no hubo un trasiego de competencias relevantes hacia las unidades educativas. Tampoco en este plano hubo un cambio sistémico. Lo que sí cabe verificar es la apertura de espacios de participación social en el proceso educativo, a distintos niveles de la pirámide institucional y con competencias variadas: consultivas, de contralor y de iniciativa.

			La segunda sección del trabajo está dedicada a la inclusión educativa, que también se ha vuelto un «concepto estelar». El estudio confirma que los gobiernos progresistas ampliaron la educación obligatoria y favorecieron la inclusión educativa, no solo para personas con necesidades especiales, como en períodos anteriores, sino con un alcance mayor, en referencia a alumnos en riesgo de exclusión educativa: por dificultades de acceso y de aprendizaje, rezago en las trayectorias escolares, desafiliación, etc.

			Los cuatro países promovieron la expansión de la escolaridad básica, en términos de obligatoriedad y de cobertura efectiva, mediante políticas dirigidas sobre todo a la educación secundaria — que es un nivel problemático — en el que se registraron innovaciones, sin alterar el formato tradicional ni resolver los problemas estructurales del modelo de organización y del régimen académico.

			En sus conclusiones, el trabajo confirma que, con mayor o menor amplitud, en los cuatro países los gobiernos progresistas han ensayado cambios institucionales de proyecciones importantes, en varios casos mediante disposiciones legales cuya efectividad ha de ser puesta a prueba. Sin embargo, estos cambios constituyen más bien «readaptaciones o re-direccionamientos» y no implican una redefinición de los patrones históricos de la regulación de los respectivos sistemas educativos, ni suponen operativos reformistas equiparables a los implementados en los años 1990. No hay pues un modelo educativo alternativo. En una impronta path dependence, los legados de políticas — las herencias del pasado — han limitado el grado de novedad de la era progresista. Las novedades son mayores en otras dimensiones: en las cláusulas programáticas, en el enfoque de la educación como derecho — que adquiere un énfasis marcado en la era progresista — y en la apertura parcial de los procesos decisorios, promoviendo la participación de actores sociales en las políticas educativas.

			De cualquier manera y más allá de los avances, en los cuatro países hay todavía un largo camino por recorrer para concretar una educación pública de calidad y al alcance de todos. En particular, la exclusión educativa sigue teniendo manifestaciones importantes y diversas, fundamentalmente en los déficits de aprendizaje y en las limitaciones de la enseñanza media, ciclo que requiere transformaciones profundas.

			
VII — Ciudadanía y Derechos Democráticos


			El capítulo (12) de Germán Bidegain, Sofía Cordero, Fernando Mayorga y Víctor Tricot sobre «Políticas indígenas en América Latina» analiza los casos de Argentina, Bolivia, Chile y Ecuador y sostiene que las experiencias de los gobiernos de izquierda en dichos países — que son diversas — se alinean básicamente en dos grandes modelos: el plurinacionalismo y el multiculturalismo neoliberal.

			El giro a la izquierda en América Latina abrió una ventana de oportunidad política, que generó expectativas respecto a la eventual satisfacción de las reivindicaciones indígenas. En primer lugar, porque en los años de l970 y 1980 las fuerzas de izquierda solían adoptar dichas demandas, en ancas de una larga tradición de vínculos con el campesinado indígena. En segundo lugar, porque en la década de los 1990 y comienzos de los 2000, los movimientos indígenas fueron actores de relevancia en la resistencia a las reformas neoliberales. Así se fueron tejieron alianzas de las organizaciones indígenas con los partidos de izquierda que a la postre resultaron electos.

			El estudio de los casos de Argentina, Chile, Bolivia y Ecuador desarrollado en este capítulo demuestra que en cada uno de estos países tales expectativas tuvieron diferentes respuestas, registrándose una importante diversidad de experiencias. En Bolivia — el país de punta en esta materia — el giro a la izquierda vino de la mano con el acceso histórico de los indígenas a los espacios de representación política y promovió cambios legislativos y constitucionales relevantes en favor de los derechos de esos pueblos. En Ecuador, durante el período progresista se produjo la crisis y el repliegue electoral del movimiento indígena, pero hubo avances constitucionales con el reconocimiento del Estado plurinacional. En Argentina y Chile la elección de presidentes de izquierda no se tradujo en innovaciones significativas con respecto a la dinámica política previa, caracterizada por la exclusión de los pueblos indígenas de las esferas de poder y por avances menores en el reconocimiento de sus derechos.

			Sin perjuicio de la diversidad que se registra caso a caso y entre las parejas de casos, las experiencias referidas se inscriben en dos modelos distintos. En Argentina y Chile hubo composiciones de «multiculturalismo neoliberal», es decir: una pauta de reconocimiento de aquellos derechos indígenas — especialmente los de carácter cultural — que no amenazan los patrones neoliberales de desarrollo socio-económico (como sí podría ocurrir, por ejemplo, con el reconocimiento de derechos colectivos sobre los recursos naturales). Ecuador y sobre todo Bolivia avanzaron en el establecimiento de un Estado plurinacional, mediante la proclamación constitucional de la existencia de naciones indígenas y pueblos originarios, que fue acompañada por un mayor reconocimiento de derechos específicos, no limitados a la esfera cultural. Entre estos dos casos se registran diferencias considerables y en ambos persisten las dificultades para el cumplimiento efectivo de los derechos de los indígenas.

			El capítulo (13) de Verónica Pérez Bentancur y Cecilia Rocha Carpiuc sobre «Derechos de las mujeres y diversidad sexual en los gobiernos del giro izquierda» identifica los factores — de naturaleza política, más que de orden cultural — que facilitan u obstaculizan las reformas de la agenda democrática consideradas más «radicales» y que son de hecho menos frecuentes: la legalización del aborto y el matrimonio igualitario. Centrándose en los casos de Argentina y Uruguay, los cuales pueden servir de referencia para un análisis más amplio de política comparada, este estudio constituye un aporte a los debates en curso acerca de la efectividad de los gobiernos de izquierda de América Latina respecto al tratamiento de las desigualdades que van más allá de las relaciones de clase.

			El capítulo sostiene que la instalación de gobiernos de izquierda en esos países, que permitió implementar políticas destinadas a mejorar la situación de los trabajadores y de los sectores populares, se presentó también como una coyuntura propicia para la aprobación de las referidas reformas, en defensa de la equidad de género y de la diversidad sexual. Sin embargo, esta circunstancia no fue una causal suficiente para la prosperidad de dichas políticas y requirió de la conjunción con un factor decisivo. En efecto, más que una iniciativa propia de los gobiernos de turno y aun contando con posturas favorables en el seno de los partidos oficialistas, tales reformas respondieron en buena medida a una lógica bottom-up y fueron reivindicaciones promovidas «desde abajo» por la militancia insistente de los actores sociales especializados, es decir: de los grupos feministas y de los militantes de la diversidad sexual. Por lo demás, estos actores pudieron tener éxito cuando trabaron alianzas con los sindicatos y con otros movimientos sociales no especializados y en la medida en que sus demandas tuvieron eco a nivel de la opinión pública y penetraron en los circuitos del lobby legislativo. Al comparar ambos países, se observa que las reivindicaciones de los actores pro-reforma se vieron facilitadas allí donde la izquierda estaba unificada en un solo partido — como el Frente Amplio en Uruguay — y encontraron más dificultades cuando los sectores progresistas estaban dispersos en el arco del sistema de partidos, como en el caso de Argentina. Estas reformas son contenciosas y siempre tuvieron oposición de grupos sociales organizados, en particular las iglesias y los grupos pro-vida. Sin embargo, en los casos analizados la capacidad de incidencia de estos grupos se vio disminuida, porque tuvieron vínculos débiles con los partidos y los gobiernos de turno.

			Ni en Argentina ni en Uruguay los presidentes de izquierda fueron promotores de estas reformas. En algunos casos actuaron en contra de las iniciativas en curso, ya que vetaron los proyectos de ley o amenazaron con vetarlos. En el mejor de los casos fueron consentidores, es decir «dejaron hacer» o brindaron su apoyo al final del proceso, luego de percibir la conveniencia y el empuje político de las reformas. En Argentina, la postura de la presidenta Cristina Fernández de Kirchner fue clave para aunar apoyos a fin de sancionar la ley de matrimonio igualitario en el Congreso. Por el contrario, su falta de voluntad política fue un obstáculo para que avanzara el trámite de la legalización del aborto. En Uruguay — en el marco de una estructura partidaria menos vertical que la que ha tenido el conglomerado kirchnerista en Argentina — durante el primer gobierno de la izquierda (2005-2010), los parlamentarios del Frente Amplio aprobaron un proyecto de legalización del aborto, a sabiendas de la oposición del presidente Tabaré Vázquez, quien hizo uso de su poder de veto y truncó la iniciativa. Esta fue finalmente sancionada en el segundo gobierno de la izquierda (2010-2015), merced a la insistencia de los legisladores frenteamplistas, sumando el voto de un parlamentario de otro partido y logrando el consentimiento del presidente José Mujica. La comparación de las experiencias de ambos países muestra que la legalización del aborto ha sido la iniciativa más difícil de aprobar, al punto que requirió varios intentos en Uruguay y fracasó durante la era kirchnerista en Argentina.

			
VII — Integración Regional


			El capítulo (14) de Juan Labraga y Marcel Vaillant «MERCOSUR una promesa incumplida», trata de la integración regional en la era progresista (2003-2020). El trabajo sostiene que en ese período y pese a mediar una cierta convergencia ideológica entre los presidentes, los gobiernos de izquierda de los países del Mercosur no avanzaron en el impulso de la integración económica y comercial. Hubo iniciativas en ese sentido, que muestran alguna continuidad con la experiencia que el MERCOSUR ha tenido desde su origen en 1991, bajo gobiernos de distinto signo. Pero pocas de esas iniciativas llegaron a concretarse y a tener una implementación efectiva. De hecho, el funcionamiento básico del bloque comercial es casi idéntico al que tenía con anterioridad, a principios de la década del 2000. Por lo demás, en el ciclo «progresista», por acción o por omisión, el MERCOSUR pareció alejarse del concepto de regionalismo abierto: no obró como plataforma de lanzamiento para insertarse y competir a nivel internacional, sino que más bien se consolidó como un bloque con aranceles comparativamente elevados y sin acceso preferencial a los principales mercados mundiales.

			Para abonar estos argumentos y tomando como referencia el ejemplo europeo, el trabajo revisa las distintas dimensiones del proceso de integración: zona de libre comercio, política comercial común, para llegar por etapas a una unión aduanera, movilidad de los factores económicos, tratamiento de las asimetrías e instituciones supra-nacionales consistentes.

			En ese recorrido Labraga y Vaillant analizan algunas de las novedades que se registran en la era progresista. Entre ellas se cuenta la sanción del Código Aduanero del MERCOSUR (2010), que podría ser considerado un resultado significativo para la construcción de una política comercial común, pero no lo fue y en los hechos profundizó la confusión sobre las reglas vigentes que rigen el funcionamiento comercial del bloque. Se celebraron asimismo varios tratados de comercio preferenciales — que se suman a los que ya existían con Chile, Bolivia y México — los cuales se negociaron en conjunto, pero son en realidad acuerdos bilaterales, con escaso o nulo impacto en el acceso al mercado internacional. Esta lista incluye los acuerdos de distinto tipo firmados entre 2004 y 2010 con Colombia, Cuba, Ecuador, Egipto, India, Israel, Perú, Venezuela y la Unión Aduanera de África Austral (SACU). La finalización de las negociaciones para suscribir un Acuerdo de Asociación Estratégica entre el MERCOSUR y la Unión Europea, luego de 20 años de tratativas, puede constituirse en un hito en el proceso de integración, cuyos desarrollos ulteriores habrá que sopesar.

			En 2004 se crea el Fondo para la Convergencia Estructural del MERCOSUR (FOCEM), que representa un paso en el tratamiento de las asimetrías entre los países del bloque. El FOCEM está destinado a financiar programas para promover la convergencia estructural, la competitividad y la cohesión social, en particular en las economías más pequeñas y en las regiones menos desarrolladas. El presupuesto del FOCEM se integra con aportes proporcionales a la dimensión económica de cada país, que se distribuyen asimismo en base a escalas proporcionales. A criterio de Labraga y Vaillant, las partidas que se han ido estableciendo no parecen suficientes para producir cambios sensibles en las asimetrías regionales. No obstante, el FOCEM ha financiado una canasta relevante de proyectos de infraestructura física y de interconexión eléctrica, constituyéndose en un instrumento que fue aprovechado por las economías de menor tamaño.

			En lo que refiere a la institucionalidad supranacional del MERCOSUR, que es una dimensión primordial de los procesos de integración, no ha habido en el período progresista novedades de significación. En la práctica no hubo cambios en la forma de gobierno del MERCOSUR, la cual mantiene su carácter marcadamente intergubernamental, en base a la intervención de las autoridades del Poder Ejecutivo, de los presidentes y de los Ministerios de Relaciones Exteriores. La suspensión de Paraguay en 2012, destinada a franquear el ingreso de Venezuela — un episodio en el que lo político prevaleció sobre lo jurídico (según la consigna del presidente Mujica, cuando se plegó a los dictados de Brasil y Argentina) — abrió un período de irregularidad institucional y es un ejemplo extremo de estas pautas de funcionamiento del bloque.

			En 2005 — sobre la base de la Comisión Parlamentaria Conjunta, que existía desde 1994 — se creó el Parlamento del MERCOSUR, integrado en forma paritaria por dieciocho diputados de cada estado, designados por los respectivos parlamentos. Estaba previsto que a partir del 2011 los integrantes del Parlasur fueran electos por voto universal y directo de los ciudadanos de todos los países. Pero esta previsión no se cumplió. Formalmente, el Parlasur — con sede en Montevideo — es un órgano deliberativo y de control, que en determinados casos puede tener iniciativa legislativa y participación en los procesos decisorios. Sin embargo, el Parlasur no ha tenido impacto en el desarrollo institucional del bloque, más allá del simple ritual de sus reuniones periódicas, carentes de importancia como espacio de decisión política. Paralelamente, hay una proliferación de ámbitos que desarrollan sus propias agendas y algunos de los órganos del MERCOSUR — como la Secretaría Administrativa y el Comité de Representantes Permanentes — se vieron debilitados en su fortaleza técnica y en sus capacidades institucionales.

			Es grave lo que ocurre con el sistema de solución de controversias, que constituye una pieza esencial de todo proceso de integración, para dirimir conflictos y consolidar la aplicación de las reglas regionales. El sistema de solución de controversias del MERCOSUR — que se compone de Tribunales Arbitrales Ad Hoc para cada caso y del Tribunal Permanente de Revisión — empezó con este designio, pero los gobiernos nacionales ventilan sus conflictos lateralmente a través de la negociación política o bien generan una «captura» de los tribunales establecidos que compromete su efectividad.

			Concluyendo su evaluación negativa, Labraga y Vaillant confirman que el MERCOSUR no avanzó en la era progresista e incluso argumentan en el sentido del deterioro en la consistencia y la credibilidad del acuerdo. La proximidad política e ideológica de los presidentes no vino a promover la integración económica y comercial, cuyo curso continuó afectado por la heterogeneidad que prevalece entre los socios, en una estructura regional muy despareja, en la que Brasil tiene poderes determinantes, contando con la coincidencia y en todo caso con la falta de contrapeso de parte de Argentina. La base del mal funcionamiento del bloque radica en el arraigo de las políticas comerciales proteccionistas de Brasil y Argentina, los cuales se ubican entre las economías emergentes más cerradas del planeta. El nacionalismo económico que caracteriza a estos dos países no se modificó con los gobiernos progresistas, sino que se profundizó y los aisló de las ondas de la globalización, que fueron aprovechadas por otras economías emergentes para impulsar su transformación.
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			I – Configuración política de los gobiernos del giro a la izquierda en América Latina

			







Tipos de gobiernos en el giro a Izquierda


El giro a la izquierda en América Latina es un advenimiento de gran importancia histórica, que comportó tres novedades significativas: a) esta «marea rosa» abarcó numerosos países; b) con gobiernos de izquierda instalados por elecciones libres; c) junto a nuevas manifestaciones del populismo, surgieron gobiernos de tipo socialdemocrático, en un estreno de ejemplares inéditos para nuestro continente.

			Primera novedad: desde 1999 tuvieron gobiernos de izquierda o centro izquierda más de una docena de países latinoamericanos, incluyendo a los más grandes de la región: Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Costa Rica, Ecuador, El Salvador, México, Nicaragua, Paraguay, Venezuela, Uruguay. A partir de 2016 ese panorama cambia y si bien subsisten e incluso se estrenan algunos gobiernos de izquierda, se producen alternancias y se extienden los gobiernos de derecha o centro derecha.

			Parafraseando a Huntington, podría decirse que hubo entonces una «tercera ola» de gobiernos de izquierda en América Latina, si contamos primero las emergencias de los años 1960 y 1970 —desde la Revolución cubana (1959) a la Unidad Popular en Chile (1970-1973)—, con una segunda tanda, que en la década de 1980 se desplaza hacia Centroamérica, destacando en su hora la Revolución sandinista (1979-1990).

			Segunda novedad: estas izquierdas acceden al gobierno y renuevan sus mandatos a través de elecciones libres, más o menos competitivas. (5) Para la democracia latinoamericana —que registra un asentamiento generalizado a partir de las transiciones de los años 1980— esta era sin duda una asignatura pendiente. También lo era para las propias izquierdas, que optaron por la vía electoral y la competencia democrática, abandonando las posturas revolucionarias.

			El clima de época propiciaba tales comportamientos. Junto a los influjos del neoliberalismo, hubo una revalorización de la democracia luego de las dictaduras que habían asolado la región y por las transiciones que franquearon la salida del autoritarismo, en especial cuando las izquierdas participaron activamente en estas transiciones y en la medida que pesó el «trauma» de haber contribuido a la polarización que llevó a los naufragios democráticos. En el giro a la izquierda incidieron también los cambios en el contexto internacional, la caída del «socialismo real» y el fin del papado soviético, así como las variaciones en la política de Estados Unidos hacia América Latina. (6)

			El desafío siguiente era que los gobiernos del giro a la izquierda dieran paso a la alternancia regular de agrupamientos de otro signo ideológico. Esto se hizo efectivo en Chile, alternando dos presidencias de Michelle Bachelet con dos presidencias de Sebastián Piñera (2006-2022). En Argentina hay pases de ida y vuelta similares: después de doce años de kirchnerismo (2003-2015), triunfa la coalición de Mauricio Macri (2015-2019) y viene luego otra alternativa peronista de centro izquierda, presidida por Alberto Fernández (2019-2023). En Uruguay también hubo alternancia de la izquierda a la centro derecha, y al término de tres mandatos sucesivos del Frente Amplio (2005-2020), toma la posta una pentacoalición presidida por Luis Lacalle Pou (2020-2025). En cambio, en Bolivia, Ecuador, Nicaragua y Venezuela existe cierta continuidad política, en regímenes de diversa calidad democrática —incluyendo experiencias autoritarias— con o sin alternancias en la presidencia.

			También hay problemas en lo que toca a la estabilidad de los gobiernos. Salvo Hugo Chávez en Venezuela (con el putch fugaz de abril de 2002), los presidentes de izquierda no han enfrentado golpes de Estado como los que han curtido la historia de América Latina. Pero en esta temporada, sin producir necesariamente una quiebra democrática, ha habido crisis políticas terminales, por aplicación de institutos propios del régimen presidencial o como «golpes de Estado» parlamentarios, que generaron el cese de mandatarios de izquierda: Fernando Lugo en Paraguay (2012), Dilma Rousseff en Brasil (2016) y Evo Morales en Bolivia (2019). (7)

			La tercera novedad de este ciclo radica en el surgimiento de gobiernos de tipo social democrático, que constituyen experiencias inéditas en América Latina. Son socialdemocracias «tardías» (Lanzaro 2014) que se emparentan con las que florecieron en el último cuarto del siglo XX en Europa meridional (especialmente en España y Portugal). Tales exponentes se distinguen de los ejemplares «clásicos» del norte de Europa, puesto que se desarrollan fuera de la era keynesiana, avanzado del neoliberalismo y una nueva globalización.

			El caso de Argentina durante los gobiernos de los Kirchner constituye una experiencia singular, marcada por un vuelco progresista en la corriente nacional y popular del peronismo, que Carlos Menem había orientado antes hacia un neoliberalismo drástico.

			Entre el populismo y la socialdemocracia

			Con los puntos de referencia esbozados cabe proponer una caracterización breve de los gobiernos de los seis países considerados en esta colección de estudios. Nuestro enfoque se centra en el tipo de gobierno y los recursos de poder de que dispone, atendiendo en particular el sistema de partidos, las estructuras de competencia y los equilibrios institucionales.

			En base a la propuesta que hicimos en trabajos anteriores (Lanzaro 2007 y 2011), partimos de la distinción básica que ubica a los gobiernos de tipo populista en un extremo y a los gobiernos de tipo socialdemocrático en el otro, en un arco de ejemplares variados. Este enfoque no se reduce a una dicotomía simple, ni suscribe los dictámenes ideológicos sobre las «dos izquierdas», una buena y una mala (por ejemplo: Petkoff 2004; Castañeda 2006), pero busca registrar las diferencias de los casos de estudio respecto de la calidad de la democracia y el policy style de estos gobiernos.

			Este es un criterio que siguen asimismo otras tipologías. Es el caso de Richard Sandbrook (2014), que estudia las experiencias de gobiernos de izquierda en América Latina y en otros países en desarrollo, las cuales generan un «contramovimiento» respecto de las políticas neoliberales, a través de nuevos populismos y de rutas socialdemócratas «moderadas».

			Levitsky y Roberts (2011: 11-16) proponen una tipología basada también en la institucionalización de los partidos y el grado de concentración de la autoridad política, distinguiendo cuatro categorías: 1) Izquierdas institucionalizadas: PT de Brasil, Partido Socialista de Chile y Frente Amplio de Uruguay. 2) «Maquinarias populistas» —como el peronismo en Argentina— que son pragmáticas en sus orientaciones y dependen de una figura carismática. (8) 3) Los «populismos de izquierda», que combinan una débil organización partidaria con liderazgos personalistas: Hugo Chávez en Venezuela, Rafael Correa en Ecuador o Fernando Lugo en Paraguay. 4) El Movimiento al Socialismo (MAS) en Bolivia comparte con los populismos de izquierda la fuerte incidencia del liderazgo personalista de Evo Morales, pero difiere de ellos por los vínculos que ha tenido con las organizaciones indígenas y algunos sindicatos campesinos.

			Sistemas de partidos y competencia efectiva

			Abundando en esta línea, para explorar la naturaleza política de los gobiernos del giro a la izquierda, hay que atenerse fundamentalmente a la existencia de sistemas de partidos, su institucionalización, su pluralismo y su grado de competitividad, que condicionan la forma de llegar al gobierno y la forma de gobernar. El deslinde general entre los presidencialismos con partidos y los presidencialismos sin partidos (Lanzaro 2012), que hemos propuesto para el conjunto de América Latina, vale ciertamente para los gobiernos del giro a la izquierda.

			En realidad, los sistemas de partidos constituidos han sido una rareza histórica por bastante tiempo. Son contados los países —como Estados Unidos, Gran Bretaña y Uruguay— con democracias de partidos de cierta antigüedad. Europa tuvo pocos casos, hasta que se desarrollaron los regímenes democráticos en la segunda posguerra. En España y Portugal los sistemas de partidos fueron asentándose aún más tarde, a partir de las transiciones de los años 1970.

			Varios estudios muestran que la vida de los sistemas de partidos ha sido azarosa. Mainwaring y Zoco (2007) sostienen que las democracias competitivas inauguradas en períodos históricos más tempranos fundaron sistemas de partidos relativamente consistentes, cuando los partidos fueron agentes de la incorporación de los sectores populares a la ciudadanía activa, construyendo identidades de fuerte arraigo. Mainwaring y Torcal (2005) plantearon un argumento coincidente, en referencia a sistemas que los partidos pudieron desarrollar, en las democracias surgidas a fines del siglo XIX y comienzos del XX, al propiciar el sufragio universal, los derechos políticos y la integración social de la ciudadanía.

			Levitsky et al. (2016) afirman por su parte que la polarización y los conflictos favorecen la construcción de partidos y sistemas de partidos perdurables, con efectos consiguientes para la estabilidad y la calidad de la democracia. Aunque su argumento se refiere a la tercera ola de la democratización que comienza a fines del siglo XX, ese argumento puede aplicarse también al ciclo histórico de guerras civiles y de polarización que se registra anteriormente en algunos países de América Latina, en el correr del siglo XIX y a la entrada del siglo XX, marcando el pasaje a la política de masas.

			Por lo demás, Juan Pablo Luna (2017) se pregunta si no asistimos al fin de los partidos políticos, ya que las modalidades actuales de la competencia electoral no pasan necesariamente por estas armazones y no parece haber incompatibilidades graves entre una democracia sin partidos y la capacidad de crecer económicamente, manejando las finanzas estatales.

			Estas indicaciones muestran que las democracias de partidos son escasas, tanto en América Latina como en Europa, desde las postrimerías del siglo XIX hasta comienzos del siglo XXI. De hecho, la construcción de sistemas de partidos institucionalizados y estables ha sido una tarea histórica ardua y de largo plazo, que no prospera con facilidad y no siempre tiene consecuencias duraderas.

			Sin embargo, aun así, la existencia de un sistema de partidos con competencia efectiva sigue constituyendo un criterio plenamente válido de diferenciación de los regímenes políticos, en términos de calidad de la democracia y de calidad del gobierno. Parecería que el aforismo de Schattschneider, citado ritualmente una y otra vez —la democracia moderna es inconcebible sin partidos—, no tendría los alcances que tan a menudo se le atribuyen. Empero, sí tiene vigencia el postulado teórico que Schattschneider enlaza con dicha consigna: «la condición de los partidos es la mejor evidencia posible sobre la naturaleza de un régimen político». Este postulado general vale para nuestro propósito de recorrer el mapa de los gobiernos del giro a la izquierda, identificando las características básicas de los populismos y de las experiencias de corte socialdemocrático.

			En los seis países considerados en este libro los sistemas de partidos tienen características y trayectorias muy diferentes que se remontan a los procesos originarios de fundación de los estados nacionales y de los sistemas políticos, con variaciones en las etapas consecutivas del siglo XX. En términos más cercanos, hay que tener en cuenta las modalidades que adoptaron las transiciones democráticas de la década de 1980, con escenarios muy distintos en lo que toca específicamente al desarrollo de sistemas de partidos. A esta etapa se agrega en forma determinante la fase de apogeo del neoliberalismo en la década de 1990, dando lugar a una «doble» transición: cambio de régimen político y cambio de la matriz de desarrollo que predominó en el siglo XX, por medio de una serie de reformas estructurales que afectan el Estado y el mercado, la economía y la sociedad.

			La secuencia dual de estas transiciones implica un cambio de época, que constituye una «coyuntura crítica»: es decir, una fase de transformaciones significativas que ocurre de distinta manera en los diferentes países, dejando legados diferentes (Collier & Collier 1991).

			Esta coyuntura crítica abrió una ventana de oportunidad, que en algunos casos tuvo buenos frutos, dando paso a partidos y a sistemas de partidos, reconstituidos o nuevos, de distinta consistencia. Pero el empuje neoliberal de los 90 fue un período de «darwinismo político» (Coppedge 2001), que acarreó desafíos graves y dio paso a la «transición en la transición» (Lanzaro 2007): un proceso duro y azaroso en el que los partidos han debido afrontar el reformismo liberal y los cambios políticos concurrentes —que en más de un caso ellos mismos se encargaron de poner en marcha— encarando a la vez su propia transformación.

			Los partidos evolucionan en esa coyuntura con fortuna variada (Roberts 2014 y 2013; Kitschelt et al. 2010). Las turbulencias del período neoliberal generaron en varios países cuadros críticos, desinstitucionalización, pérdidas de identidad y deterioro de los partidos, déficits y rachas de estrés en la representación política, provocando eventualmente el colapso del sistema de partidos. Es lo que ocurrió en Bolivia y Ecuador y con su singularidad también en Argentina.

			En cambio, en los otros tres países comprendidos en este libro el ciclo de la transición liberal dio paso a la renovación de los partidos, con una institucionalización que se sostiene o avanza, con las unidades preexistentes, nuevos partidos y coaliciones, realineamientos electorales y una recomposición en la morfología del sistema. Esto sucedió de manera efectiva en Chile y Uruguay, países en los cuales el sistema de partidos ha tenido una persistencia histórica relativamente larga. (9) También se registraron evoluciones positivas en Brasil, con un sistema más rudimentario y fragmentado, que sin embargo llegó por un tiempo a delinear un multipartidismo bipolar de cierta estabilidad.

			Recursos políticos

			En el universo de los seis países considerados en este libro tenemos por tanto tipos de gobierno de izquierda de rasgos y orientaciones relativamente diferentes. A nivel nacional, las diferencias responden a las características básicas del país, labradas en los procesos históricos de larga duración y en las etapas del pasado reciente, mediante condiciones que inciden en el cuadro de posibilidades, restricciones y ventajas en que se mueven los agentes políticos y en particular los actores de izquierda. Pesan aquí las armazones del Estado —sus fallas y sus fortalezas—, la estructura social y los regímenes de bienestar, el desarrollo político y los modos de desarrollo del capitalismo, en una estela de legados institucionales, códigos de cultura y pautas de políticas públicas perdurables, que son resistentes a los cambios, no solo en lo que respecta al gobierno de la economía (Hall 1986), sino en cualquiera de las reparticiones del Estado y de las arenas de políticas públicas (Rose 1990). Obran asimismo los ciclos económicos: sus dificultades y sus focos de crisis, pero también las curvas de prosperidad, en corrientes que tuvieron especial importancia para los gobiernos del giro a la izquierda.

			Dentro de ese cuadro de condicionantes, las diferencias caso a caso dependen de las orientaciones ideológicas y de los recursos políticos de cada gobierno, a saber: i) el «coeficiente de poder» del gobierno versus el peso de la oposición en el arco de las instituciones políticas; ii) el liderazgo del presidente y la consistencia del partido o las coaliciones políticas de apoyo; iii) las relaciones con los trabajadores formales e informales, los sindicatos y los movimientos sociales «viejos» y «nuevos», teniendo en cuenta la organización, el arraigo y el grado de centralización que tengan estos actores sociales, configurando eventualmente «coaliciones populares» de distinta envergadura; iv) las relaciones de compromiso o confrontación, incluyendo el tejido de alianzas estratégicas con las capas medias, las franjas de clase urbanas y rurales, los empresarios, sus asociaciones gremiales y otros sectores sociales, organizados y no organizados.

			Hay que considerar pues el paquete de recursos específicamente políticos, referidos a los partidos, las instituciones de gobierno y el centro presidencial. Esa dimensión se articula con los aparatos corporativos, bipartitos y tripartitos, que han sido y son piezas importantes de la arquitectura de poderes en el pasado y en el presente de América Latina, tanto como en las comarcas europeas, especialmente en los populismos clásicos, en algunos de los modernos y en las experiencias de corte socialdemocrático. (10)

			Posteridad de los cánones neoliberales

			Los gobiernos del giro a la izquierda prosperan cuando el neoliberalismo entra en una fase de declinación, pero no de agotamiento, de modo tal que sus cánones y las reformas que propició siguen teniendo cierta vigencia.

			En efecto, los gobiernos del giro a la izquierda obran en un contexto en que persisten los efectos de la «revolución cultural» del neoliberalismo, sus premisas ideológicas y sus legados, en lo que respecta a las reformas institucionales y a los patrones de las políticas públicas, contando el grado de liberalización y las privatizaciones, los saldos del balance Estado-mercado, los cánones de gestión macroeconómica y de disciplina fiscal.

			La persistencia de los valores y de las obras del neoliberalismo que se registra al producirse el giro a la izquierda ha de evaluarse caso a caso, dependiendo en buena medida de las características políticas y del calado efectivo del empuje neoliberal precedente, pero también de los parámetros de la competencia política y muy en especial de la configuración del sistema de partidos en cuyo marco se ventila una eventual «contrarreforma»: el desempeño de los partidos de izquierda y los movimientos populistas, el perfil de los liderazgos presidenciales y la distribución institucional de poderes, las posturas críticas y las acciones de revisionismo, las reconstrucciones y los nuevos diseños del Estado y el sector público, en fin, la polarización o el gradualismo de los ejercicios gubernamentales, que marcan las continuidades y las ondas de cambio.

			Con respecto a las políticas económicas, Gustavo Flores-Macías (2010) argumenta que el sesgo estatista o promercado de los gobiernos del giro a la izquierda se explica básicamente por el grado de institucionalización del sistema de partidos. Adhiriendo a lo que constituye una regla general acerca de los efectos moderadores de la competencia política hacia el centro, Flores-Macías sostiene que la dinámica centrípeta de los sistemas de partidos institucionalizados tiende a amortiguar el reformismo de los gobiernos de izquierda y lleva a una mayor preservación del statu quo surgido de la etapa neoliberal. Por el contrario, la dinámica de los sistemas de partidos desarticulados conduce a políticas impredecibles y a transformaciones económicas significativas. La primera premisa del argumento de Flores-Macías tiene validez para los casos de gobiernos socialdemocráticos de Brasil, Chile y Uruguay. La segunda premisa —que Flores-Macías ilustra con el ejemplo de Venezuela— no calza enteramente con las experiencias populistas de Evo Morales en Bolivia y de Rafael Correa en Ecuador, en particular respecto a su política macroeconómica y la disciplina fiscal, que han tenido una orientación «ortodoxa», diferente de la que se delineó en materia de nacionalizaciones y en otras áreas de políticas públicas.

			Glen Biglaiser (2016) resalta la diversidad de posturas de los gobiernos de izquierda en América Latina —que van desde el refuerzo del papel del Estado hasta la expansión de las reformas promercado— reseñando las diferentes explicaciones que ha propuesto la literatura especializada respecto a estas variaciones. Estas explicaciones hacen hincapié en la trayectoria histórica (path dependency), la disposición de recursos naturales o la influencia de los grupos de interés, pero se centran sobre todo en los sistemas de partidos y su institucionalización. Biglaiser propone además su propia tesis, argumentando que el grado de estatismo de las políticas de los gobernantes de izquierda depende del «mandato popular», teniendo en cuenta el margen de victoria en la elección del presidente y sus respaldos parlamentarios.

			Los diversos capítulos de este libro tratan de reseñar las características políticas de los gobiernos del giro a la izquierda y proponen un balance de sus desempeños, mostrando las líneas de continuidad y de innovación en lo que toca a varios renglones de la economía, pero también respecto a otras políticas públicas relevantes: relaciones laborales y sindicatos, políticas sociales, educación, políticas indígenas, derechos de las mujeres y diversidad sexual, integración regional.

			Contradicciones del boom de las commodities

			En este recorrido, cabe resaltar que buena parte de la gestión de los gobiernos del giro a la izquierda transcurrió durante un período de crecimiento económico, (11) favorecido por el «boom de las commodities» de los primeros años del siglo XXI: un ciclo de aumento en los precios de los productos básicos inusualmente largo (Cf: De la Torre et al. 2016, UNCTAD 2019). El boom fue en gran parte una consecuencia de la creciente demanda de productos primarios (alimentos, petróleo, energía, metales) por parte de las economías emergentes —principalmente de China— y vino a generar una mejora en los términos de intercambio con los países más desarrollados, atenuando en algo la tendencia histórica al deterioro de esa relación enunciada por Raúl Prebisch. (12)

			El período de bonanza fue asimismo alimentado por factores concurrentes, entre otros: el flujo de capitales en procura de colocaciones rentables, que buscaban refugio en las materias primas y se dirigían hacia países en desarrollo, atentos a los incentivos que estos ofrecían.

			Este «maná» aportó una afluencia considerable de recursos, que se canalizaron hacia el consumo y fueron aprovechados por los gobiernos de izquierda para realizar algunas inversiones de infraestructura e implementar sus propósitos de distribución del ingreso, mediante aumentos del gasto público, suba de salarios, políticas sociales y desarrollo de los regímenes de bienestar. Las políticas distributivas y en particular, la propagación generalizada de las transferencias monetarias condicionadas incorporaron a los sectores informales y marginados que habían crecido desde los años 1980 y 1990. (13) Hubo por tanto un gran crecimiento económico y a la vez — gracias en buena medida a la orientación de los gobiernos — una mejor distribución de la riqueza, con avances de reforma social, en una conjunción poco usual en los trayectos de América del Sur. (14)

			Ello hizo posible el ensamble de coaliciones políticas y sociales extensas: de capas medias urbanas y rurales, asalariados públicos y privados e incluso franjas de empresarios, incorporando a sectores informales y conjuntos de población que superan la línea de pobreza y llegan a integrar la dudosa categoría de las «nuevas clases medias» (Bárcena & Serra 2010; Franco, Hopenhayn & León 2010). Aunque en algunos países hubo conflictos importantes, el «viento de cola» amplió eventualmente los márgenes de tolerancia de los agentes capitalistas y en particular de los productores y exportadores de las commodities con respecto a los programas de redistribución del ingreso de los gobiernos de izquierda. Por lo demás, en el managing del boom de las commodities, como en todos los procesos de gobierno, cuenta mucho la gestión política y la existencia o la construcción de capacidades estatales respecto a la asignación de los recursos, el establecimiento de tributos, el ahorro público, la disciplina fiscal y el diseño de los programas sociales. En todo ello, pesa asimismo la búsqueda de líneas de desarrollo e integración regional que generen alternativas económicas y mitiguen la dependencia respecto a los factores externos y las producciones primarias.

			Tras los resultados beneficiosos, aparece sin embargo la «mala cara» del boom de las commodities y surgen críticas acerca de las debilidades que han tenido en tal contexto las políticas de los gobiernos de izquierda. Lo primero que resaltan los estudios especializados es que, en términos generales y con grados variables país a país, se ha mantenido la dependencia con respecto a la exportación de productos básicos (UNCTAD 2019), llegando en algunos casos a profundizar la «primarización» y por ende la vulnerabilidad de las economías nacionales (Cimini & Aguiar 2019). (15)

			Un estudio de la UNCTAD, que comprende las dos primeras décadas del siglo XXI, sostiene que la dependencia de las commodities afecta particularmente a los países en desarrollo y es una condición más generalizada en el África subsahariana y en América del Sur (UNCTAD 2019). Según De la Torre et al. (2016: 32), América del Sur se destaca por su dependencia extrema con respecto a los productos básicos, la cual —en términos comparativos— resulta incluso más alta que la que se registra en los países africanos de ingresos medios.

			Como observa Luis Bértola (en este volumen), más allá de las diferencias caso a caso, los países de la región bajo la conducción de gobiernos progresistas experimentaron cierta paradoja. Históricamente, las izquierdas han sostenido que los cambios en las relaciones sociales y en la distribución del poder requerían transformaciones productivas importantes. Sin embargo, las circunstancias externas, en particular el auge de la demanda y de los precios de las commodities, mellaron las ideas de cambio en las estructuras económicas y en la inserción internacional. Por el contrario, las señales del mercado tendieron a reforzar la especialización productiva histórica de América Latina y los patrones tradicionales de intercambio comercial, recortando el impulso de las políticas industriales.

			Según la Cepal, el estilo de desarrollo de los países de América Latina en el período en cuestión se ha basado en una estructura productiva de ventajas comparativas estáticas, derivadas de la abundancia y la explotación de los recursos naturales. En términos generales, las inversiones, la innovación y el desarrollo tecnológico se han orientado hacia dicha estructura tradicional. Este patrón, que fomentó la expansión de la frontera agropecuaria, la extracción creciente de recursos mineros, forestales y pesqueros, así como la intensificación de las emisiones de contaminantes, ha generado externalidades negativas en el medio ambiente y ha mantenido a la región en una posición dependiente y desventajosa en las cadenas mundiales de valor, alejándola de los sectores productivos más dinámicos e incrementando su vulnerabilidad ante oscilaciones en la economía mundial (Cepal 2014: 55). (16)

			Estas circunstancias repercuten en los logros del giro a la izquierda, ya que la expansión del consumo y los programas sociales —que pudieron rendir frutos inmediatos en el combate contra la pobreza y la desigualdad— no fueron respaldados por procesos de transformación productiva y dependieron en buena medida de las actividades económicas tradicionales, la llamada «lotería» de las materias primas y el alza extraordinaria de los precios de las commodities.

			Por esta razón, la Cepal ha advertido que

			el denominado «boom» de las clases medias en países de América Latina debe tomarse con cautela. Si bien se observa una expansión del consumo en sectores de bajos ingresos y una reducción de la pobreza en la región, no se puede considerar como parte de la clase media a un segmento muy amplio de la población conformado por personas que están sobre la línea de pobreza, pero cuyos ingresos y capacidades las hacen extremadamente vulnerables a los ciclos y las dejan expuestas a volver a caer en la pobreza, o bien a una vida con múltiples riesgos no resueltos, debido a su empleabilidad restringida y su acceso limitado a redes de protección social (Cepal 2014: 51). (17)

			Más allá de estos señalamientos, los capítulos de este libro pueden contribuir al debate acerca de los efectos y la gestión del boom de las commodities durante los gobiernos del giro a la izquierda, puesto que aportan buenos análisis acerca de un conjunto amplio de políticas respecto a las cuales dicho fenómeno pudo tener relevancia: políticas económicas e industriales, políticas sociales y regímenes de bienestar, educación, relaciones laborales e integración regional.

			El agotamiento del boom de las commodities, al promediar la segunda década del siglo, no coincide necesariamente con la terminación del giro a la izquierda en los países en que se produjo. Pero sin duda el «estallido de la burbuja de los precios de los productos básicos» (De la Torre et al. 2016) incide en las agendas, en el potencial político e incluso en el destino de los gobiernos que han protagonizado este ciclo, con consecuencias de distinto porte. El boom de las commodities fue una temporada de beneficios y desafíos para los países de América Latina, pero ni el comienzo ni el fin de los gobiernos de izquierda —ni sus cursos de acción, sus logros y sus problemas— pueden analizarse simplemente en función de este factor. Cada uno de los países considerados en este libro presenta sus propios tiempos y una evolución diferente, en ancas de procesos complejos, en los que juega por cierto la «lotería de las materias primas», pero que dependen una vez más —valga la insistencia— de las alternativas de la competencia política, en base a la configuración del sistema de partidos y a otras variables concurrentes.

			II — Segunda parte: del populismo de los antiguos al populismo de los modernos

			El populismo es un fenómeno que se ha presentado extensamente en la historia contemporánea, con manifestaciones muy diversas, en distintos períodos y en distintas regiones (Ionescu & Gellner 1970, Hermet 2001, Rioux 2007). El muestrario va desde los movimientos de raigambre rural de los naródniki rusos o de los farmers americanos, que se desarrollan en la segunda mitad del siglo XIX, hasta los exponentes más modernos —sobre todo de derecha— que surgen en varios países europeos en el siglo XXI.

			En América Latina el populismo tiene una larga historia que comienza a principios del siglo XX y llega a la actualidad, incluyendo los ejemplares del giro a la izquierda y lo vuelcos consecutivos hacia la derecha. Estamos ante un fenómeno «elusivo y proteico» que ha sido y vuelve a ser un foco de disputas encendidas, a menudo con posturas críticas, cuando no despectivas, que atraviesan el debate público y la controversia política desde la izquierda y desde la derecha. En el campo académico se enfrentan diversos criterios de definición, y en lo que se refiere particularmente a América Latina hay un catálogo amplio de interpretaciones (Roberts 1995, Weyland 2001).

			Economía y política en el análisis del populismo

			Uno de los enfoques más influyentes asocia el populismo a las políticas macroeconómicas expansivas y el control del mercado, en aras de sus propósitos redistributivos, a fin de combatir la desigualdad e impulsar la demanda interna y el empleo, desatendiendo las restricciones externas y domésticas, sin el debido cuidado por el déficit fiscal y los equilibrios económicos. Estas trazas definen en términos generales la «macroeconomía del populismo» (Dornbusch & Edwards 1991), que encierra una crítica a las políticas keynesianas y al intervencionismo estatal, apuntando sus baterías contra las alternativas de gobierno político de la economía y el mercado. Por añadidura, se fustigan algunas de las experiencias de los progresistas o de izquierda cuando sus políticas no se ajustan a los patrones de la ortodoxia convencional.

			No obstante, Moreno-Brid & Paunovic (2006) muestran que la disciplina macroeconómica practicada por varios de los gobiernos latinoamericanos ubicados «a la izquierda del centro» ha sido en general bastante cuidadosa de los equilibrios fiscales, y por más que cuadre con los empeños redistributivos de estos gobiernos, no necesariamente corresponde a los parámetros que la ortodoxia tradicional sataniza. (18)

			En todo caso, no es adecuado identificar al populismo con una economía política única y uniforme (Roberts 1995, Knight 1998, Paramio 2006). En rigor, el populismo es un fenómeno específicamente político, que debe ser definido como tal y que en el horizonte de América Latina ha estado asociado a distintas etapas.

			Los populismos nacen en regímenes faltos de pluralidad, sin balance de poderes ni equilibrios institucionales, con sistemas de partidos débiles o en descomposición. Son estrategias de activación política que apelan a franjas de élite y a fracciones de todos los sectores sociales, en particular de las clases medias y bajas, urbanas y rurales, con demandas o aspiraciones insatisfechas, que se ven perjudicadas y eventualmente excluidas, hallándose en situación de incertidumbre y de disponibilidad debido a las condiciones socioeconómicas imperantes y especialmente a consecuencia de los defectos del sistema político, de las instituciones y de los partidos.

			Gino Germani (1962), pionero en los análisis del populismo en América Latina, subraya precisamente la centralidad del estado de anomia y del déficit de integración como base de las movilizaciones populistas. Su explicación se refiere a los «regímenes nacional-populares», propios de los procesos de «modernización» de la fase posterior a 1930, pero el argumento resulta aplicable a otros períodos históricos y sirve para analizar los gobiernos populistas de las últimas décadas. Laclau (2006) afirma también que la «ruptura populista» se produce cuando los canales institucionales existentes pierden eficacia y legitimidad como vehículos para la satisfacción de demandas latentes. Es válido pues afirmar que el populismo es el «espejo» de las líneas de falla de la democracia (Panizza 2005) ante crisis de representación como las que han surgido una y otra vez en el trayecto histórico de América Latina. (19)

			Se trata de movilizaciones adversativas, con un fuerte sesgo de ruptura, levantadas contra el establishment en plaza. Son incursiones antipolítica y antipartido que enjuician las prácticas usuales y hacen pie en la mala fama de la plana dirigente y los organismos de gobierno, ensañándose con los parlamentos. En esa tecla, los planteos antagónicos suelen privilegiar las identidades sociales y una construcción de «pueblo» como eje de convocatoria, en formatos de representación que llegan a anteponerse a la ciudadanía política y que apelan a una hipótesis de «inclusión», con vetas políticas, económicas, sociales, culturales. (20)

			La activación se produce generalmente por vía electoral y a través de movilizaciones de masas, obrando por definición en clave plebiscitaria en torno a liderazgos personalistas y con la participación de una «contraélite». La relación carismática líder-masas es constitutiva del populismo, implica un enganche vertical y fundamenta un vínculo de representación peculiar que puede lograr buenas marcas de audiencia. El liderazgo personalista va acompañado de un recambio de élites y no excluye las fórmulas de organización, cuyas características proporcionan una de las dimensiones que permiten clasificar las distintas manifestaciones populistas. De hecho, a lo largo de la historia, los populismos más persistentes, con cierta fortaleza y estabilidad, son los que cultivan las mallas organizativas y consiguen algún grado de institucionalidad: mediante partidos, aparatos corporativos y redes de clientela, acallando los organismos representativos de raigambre liberal, pero también colonizándolos y creando eventualmente otros, sirviéndose de los recursos del gobierno y del Estado, con elencos civiles y militares.

			La convocatoria populista es nacionalista y popular por antonomasia. Se despliega en base a problemas significativos que pueden afectar en prioridad a ciertos sectores sociales o grupos de clase a partir de una oferta política que articula determinadas demandas, y obra como agente catalizador mediante un implante antagónico de la relación «amigo-enemigo». No obstante, para que el emprendimiento populista sea efectivo, el catálogo de reivindicaciones y de posturas que lo anima ha de tener a la vez una dosis importante de «popularidad», con una amplitud considerable, acompañada de una ofensiva nacionalista —«patriótica»— dirigida hacia el exterior y el interior del respectivo país. Históricamente esta composición no tiene un signo unívoco, y caso a caso puede poner en juego bienes políticos diversos, en particular aquellos que buscan remontar las desventajas internacionales, las vicisitudes económicas y sociales, así como otras situaciones de inseguridad pública.

			Merced al cuadro en el que inicialmente comparecen y a sus formas de actuar, los gobiernos populistas tienden a reproducir escenarios de polarización política, con asimetrías, concentración de poderes y desequilibrios institucionales, en los que media una primacía del Poder Ejecutivo y en particular de Presidencia, con improntas decisionistas, fallas en los procesos de control y en los órganos representativos, con carencias serias en términos de «frenos y contrapesos». Ello genera configuraciones que pueden lucir cierta fortaleza, pero están a menudo afectadas por la inestabilidad y son en todo caso de baja calidad democrática, cuando no francamente autoritarias. A raíz de esta suma de factores, resalta la distancia con el liberalismo político, así como los contrastes de una virtual «democracia populista» con la democracia republicana y los regímenes pluralistas.

			En los términos que hemos descrito, el populismo parece tener —esquemáticamente— tres derroteros posibles: consolidarse como tal, ir hacia una derivación pluralista o vivir en una inestabilidad endémica, cuando no terminante. En efecto, de no mediar cambios que promuevan la paridad de poderes, pluralismo partidario y mejorías institucionales, la persistencia de los populismos y la estabilización de los regímenes de este linaje dependen de sus logros en la construcción de una nueva hegemonía y de la consistencia de sus montajes de organización, siempre con el soporte de una estructura de liderazgo y de un sistema de alianzas conducente.

			Solo la Revolución mexicana de comienzos del siglo XX dio lugar en su momento a una democracia populista duradera —el único régimen estable del nacionalismo popular latinoamericano— merced a un origen revolucionario potente y a las demás peculiaridades de su gestación política. Particularmente: i) la alianza que se sella muy trabajosamente entre las fracciones de la familia revolucionaria; ii) la derrota del establishment precedente y de las rebeldías posteriores; iii) una institucionalización robusta, con un encuadre de masas, que se delinea hacia fines de los años 1920 y se afirma mediante las construcciones de Lázaro Cárdenas en la década de 1930, con estructuras corporativas y un partido de integración política y social —más que un partido de ciudadanos— en concurrencia con medidas estratégicas de alto impacto (reforma agraria, nacionalización del petróleo, desarrollo del Estado). En los demás casos, los rodajes del populismo —en itinerarios interrumpidos o con vida más larga, de efectos más o menos perdurables— tienden a recaer en vicios políticos similares a los que permitieron su lanzamiento inicial.

			Un recorrido histórico en clave de competencia política

			Las emergencias significativas del populismo suelen aparecer en las grandes coyunturas críticas durante procesos de cambio que, país a país, se tramitan por caminos políticos diferentes. En contraposición, encontramos aquellas situaciones —que en América Latina han sido más escasas— en las que plasma un equilibrio de poderes gracias a sistemas de partidos plurales y competitivos más o menos institucionalizados.

			El cotejo entre estas dos vías remite a su vez a las alternativas en materia de democracia y autoritarismo, poniendo en juego principios de representación distintos y hasta contrapuestos, con diferencias notables en el régimen de gobierno y los balances institucionales. La presencia repetida de ese contrapunto es una pauta constante de la historia latinoamericana, que se delinea en el building originario —a la hora de la formación de los estados, de los regímenes políticos y de los propios sistemas de partidos— volviendo a aparecer en los sucesivos períodos críticos de reestructuración política y económica. (21)

			El populismo de los antiguos en América Latinas surge en los umbrales del siglo XX durante la «democratización fundamental» (Mannheim 1940), en el pasaje de la política de élites a la política de masas que marca la salida de los regímenes oligárquicos. En esa coyuntura los populismos aparecen como una de las rutas de incorporación popular, que dejan legados de largo plazo, moldeando las estructuras políticas y las matrices de desarrollo.

			Los populismos «clásicos» se despliegan desde los años 1930, en la etapa del «desarrollo nacional», mediante el keynesianismo periférico, la ampliación del Estado y el mercado interno, el capitalismo «protegido» y la integración social, en base al clientelismo de masas y con estructuras corporativas. (22)

			Antes que partidos, hubo allí movimientos reformistas o revolucionarios que levantan banderas nacionalistas y buscan la inclusión de un conjunto de «pueblo» vis à vis sus contrincantes internos y externos. Estos movimientos apelaban a identidades sociales, más que a los sujetos qua ciudadanos, que buscaban enrolar sobre todo a ciertas franjas de las capas medias y a los sectores populares (campesinos, mineros e indígenas interpelados como tales, trabajadores establecidos o recién llegados al creciente mundo urbano).

			Esta tanda de nacionalismo popular dejó varias experiencias «truncas» y unos pocos ejemplos emblemáticos: Vargas y el trabalhismo en Brasil; el peronismo argentino, que es un fenómeno perdurable y mutante, de una centralidad accidentada pero larga e irreductible; el régimen mexicano, que fue el único que mantuvo su persistencia y su solidez por siete décadas, hasta comienzos del 2000. En estos casos —tanto o más que en otros— las izquierdas de impronta socialista y comunista vieron limitadas sus posibilidades de intervención política, oscilando entre el seguidismo, la oposición principista y una marginalidad más o menos intrascendente. A diferencia de lo que pudo ocurrir en otros itinerarios latinoamericanos, estas izquierdas vieron interceptada su devoción por la clase obrera y en particular la conexión con el sindicalismo, que quedó envuelto en la política de masas y en los aparejos corporativos de los populismos más vigorosos de la región.

			El régimen que surgió de la Revolución mexicana logró una vida prolongada y estable, en virtud de la gesta de los primeros caudillos, de la coalición fundacional y las alianzas de clase, merced a la propia ruptura revolucionaria, la derrota de los adversarios y la forma en que se tramitó el litigio con los poderes opositores; y esto junto con la reforma agraria más temprana y efectiva de América Latina. Allí medió, en particular, una institucionalización conducente que plasma en el gobierno presidencial y en la consistencia monopólica del partido oficial, en el clientelismo organizado y en robustos engranajes corporativos, a todo lo cual se añade una capacidad de adaptación importante: un «transformismo» en las orientaciones políticas y en los arreglos institucionales, que empiezan a fines de los años 1920, se afirman con el cardenismo y prosiguen a través de distintas etapas, llegando hasta la década crítica de 1990. Los otros populismos fueron en general más inestables, entrecortados, como el peronismo, o de alguna manera «abortados» (Collier & Collier 1991).

			Vale aplicar aquí los diagramas de Dahl (1989a) sobre la relación entre la competencia de las élites y la incorporación popular, que dan lugar a poliarquías o a figuras de corte hegemónico, con un paradigma genético similar al de Barrington Moore (1966), quien resalta la importancia del balance de poderes en los orígenes de la democracia. Esta posición teórica ha inspirado importantes estudios sobre América Latina. (23)

			La propuesta señera de Dahl —que en su propia obra va asociada a la distinción entre la democracia «populista» y la democracia «madisoniana», esta última de impronta pluralista (Dahl 1989b)— permite reelaborar las caracterizaciones más calificadas del nacionalismo popular y especialmente el estudio de Germani (1962), que sigue siendo una referencia obligada.

			Puede afirmarse entonces, como ya apuntamos, que la «democratización fundamental», el pasaje de la sociedad tradicional a la sociedad moderna, el desarrollo nacional «hacia adentro» y la industrialización por «sustitución de importaciones» se hicieron en el cuadro de distintos regímenes políticos. En función del prisma de poderes y de las relaciones de clase, en particular de la composición del sistema de partidos y de la efectividad de la competencia política, tuvimos así evoluciones democráticas y evoluciones autoritarias, varios regímenes de tipo mayoritario y unos pocos regímenes plurales: Uruguay, a cierta altura Chile, Colombia, Costa Rica y en su momento Venezuela.

			Estas premisas permiten enmendar el planteo seminal de Germani, que propone un patrón uniforme, sin dar cabida a las distintas facturas políticas del «compromiso nacional y popular» de aquella época: un compromiso que cuajó en varios países, pero tuvo distintos tejidos políticos y, por ende, consecuencias económicas y sociales diversas. Basta evocar en este sentido, como tres casos ejemplares, las diferencias marcadas entre el régimen salido de la Revolución mexicana, la configuración del primer peronismo en Argentina y los perfiles del batllismo en Uruguay.

			La política competitiva y el equilibrio de poderes vuelven a plantearse como factores positivos en las tipologías sobre la transición democrática y a la consolidación posterior. Aparece también en los estudios sobre la transición liberal de los 1990, para dar cuenta de la diversidad política en la forma de las reformas, con democracias más robustas, democracias frágiles y emprendimientos autoritarios. Sirve, en fin, como principio de inteligencia de los advenimientos de la «tercera ola» de las izquierdas latinoamericanas en el siglo XXI.

			Al patrón político reseñado responden las camadas del populismo de los modernos —el populismo neoliberal y el populismo de izquierda— que brotan cuando algunos autores se preguntaban si no había llegado la hora de entonar el «réquiem por el populismo» (Drake 1989). En primer lugar, tenemos las versiones «neopopulistas» surgidas en la década de 1990, que se apartan de las obras de sus ancestros y se empeñan en reducir los aparatos del Estado, apurar las privatizaciones y concretar las reformas de mercado, convirtiéndose a veces en adalides de las terapias más ásperas del neoliberalismo. (24) En este nuevo capítulo del populismo —con ese enlace neoliberal que genera «afinidades inesperadas» (Weyland 1996)— entraría la corta aventura de Collor de Mello en Brasil (1990-1992) y el establecimiento autoritario de Alberto Fujimori en Perú (1990-2000). En una opinión discutible y rebatida con buenos argumentos por Vicente Palermo (1998), hay quienes incluyen aquí la gestión, de raigambre peronista, que protagonizó Carlos Menem en Argentina (1989-1999).

			Los exponentes que jalonan la entrada al siglo XXI y conforman una de las vertientes del giro a la izquierda se postulan en cambio como alternativa al neoliberalismo, marcando una inflexión significativa, sin afiliarse necesariamente a las inconductas que se atribuyen a la mentada «macroeconomía del populismo». (25)

			Gobiernos populistas en el giro a la izquierda

			Los lineamientos teóricos expuestos sirven para analizar la edición de los populismos progresistas del siglo XXI y permiten relacionar las manifestaciones de este género de ayer y de hoy.

			En primer lugar, la caracterización de tales gobiernos se refiere a la plataforma de reivindicaciones planteadas y a las políticas sustantivas que impulsan, marcadas por retóricas nacionalistas y por algunas nacionalizaciones, que apuntan a mejorar el control y las rentas de los recursos estratégicos. Ello va aunado a un repunte de la intervención política activa en la economía y la sociedad, procurando rehacer los vínculos entre Estado y mercado, con postulados de igualdad, de inclusión social y de integración política, que hacen justamente al signo progresista, de izquierda o centro izquierda, que tienen estas experiencias. Los siguientes capítulos de este libro presentan un balance del desempeño de estos gobiernos en una serie de políticas públicas de relevancia.

			En segundo lugar y más allá de los contenidos programáticos, la estructura de competencia política y en particular las características del sistema de partidos proporcionan un punto de partida pertinente para investigar las condiciones políticas de emergencia de los distintos exponentes populistas, las estrategias que desarrollan y sus pautas de liderazgo, los desempeños electorales y las modalidades de ejercicio del gobierno. El grado de pluralismo y competitividad en las esferas de la democracia representativa es también una condicionante del sistema de relaciones que se delinea respecto a la sociedad civil, con las dificultades que estas experiencias tienen para asegurar autonomía y pluralidad en el terreno de los sujetos sociales y los actores colectivos. Asimismo, dicho factor condiciona el lugar que pueden tener las prácticas de democracia directa y las vicisitudes de la democracia «participativa», las que presentan perfiles muy distintos, según la debilidad o la fortaleza de la democracia representativa y de las organizaciones políticas que en ella obran.

			A continuación presentamos unas breves indicaciones sobre las características políticas de los gobiernos del giro a la izquierda considerados en este volumen que entran en la categoría de populismo o nacionalismo popular: Argentina, durante las presidencias de Néstor y Cristina Kirchner (2003-2015), Bolivia, durante los mandatos de Evo Morales (2006-2019), y Ecuador, en la década de Rafael Correa (2007-2017).

			1) Argentina, 2003-2015

			La experiencia de los Kirchner en Argentina fue, según Etchemendy y Garay (2011: 300-303), un populismo de izquierda, que ellos ubican en un «punto intermedio» en el espectro de los gobiernos de esta orientación de América Latina: de un lado Brasil, Chile y Uruguay, por el otro Bolivia, Ecuador y Venezuela. Para Levitsky y Roberts (2011: 11-16) se trata de un gobierno de izquierda apoyado en la «maquinaria populista» del Partido Justicialista (PJ): un partido relativamente institucionalizado, de organización flexible, que es pragmático en sus orientaciones políticas y depende fuertemente de una figura carismática.

			En nuestra opinión cabe considerar al kirchnerismo como una recreación del nacionalismo popular argentino, a través del Frente para la Victoria: una coalición que florece en el cauce persistente y versátil del peronismo, el cual recorre en este período rumbos progresistas, muy distintos de los que adoptó anteriormente con Saúl Menem.

			El kirchnerismo nació minoritario, pero se volvió mayoritario (Tonelli 2011). En efecto, Néstor Kirchner ganó el gobierno con un porcentaje de votos escueto (apenas por encima del 22 %), en el marco de un sistema de partidos que no había llegado al colapso —como en los países que tuvieron emergencias populistas marcadas—, pero estaba atravesado por procesos de desinstitucionalización y fragmentación que surcaban las divisiones del peronismo y afectaban especialmente a los conjuntos no peronistas, al radicalismo y a los sectores centristas moderados (Etchemendy y Garay 2011: 299-303).

			Desde la presidencia, Kirchner impulsó una ecuación de liderazgo y un arco de alianzas complejo que repuso otra vez al peronismo en su sitial predominante y estableció incluso vínculos transversales, cooptando a varios dirigentes del Partido Radical y afirmando sus lazos con la izquierda no peronista. A ello se suma la relación con los movimientos sociales y las escuadras de «piqueteros», sellada por una navegación entre los dos grandes ramales del sindicalismo, que en las relaciones corporativas daba preferencia a la CGT, la central peronista tradicional, pero comprendía también a la CTA, fundada como una gremial de oposición en la época de Menem. (26)

			En el gobierno de Néstor Kirchner hubo avances en materia de derechos humanos, un giro en la política exterior y en el manejo de la deuda, una renegociación con los organismos multilaterales de crédito y con las empresas a cargo de los servicios privatizados, incluyendo alguna renacionalización. Por lo demás, los Kirchner recuperan también el intervencionismo estatal, amplían la redistribución del ingreso y adoptan una serie copiosa de medidas económicas y sociales, favorecidas por la bonanza exportadora, en un modelo «transgresor» que se aparta de la ortodoxia liberal predominante y, según Bresser-Pereira (2007), habría esbozado un nuevo desarrollismo. Ello dio impulso a la «década ganada», en un ciclo que se inicia con Néstor Kirchner en 2003 y llega a cubrir en parte las dos presidencias consecutivas de Cristina Fernández de Kirchner (Kulfas 2014).

			Como contracara, el gobierno de Kirchner recayó en vicios típicos de la política argentina y de la propia saga peronista, que derivan básicamente de las fallas seculares del sistema de partidos y de su recurrente asimetría. En este orden cabe destacar el déficit histórico de pluralismo, la falta de contrapesos y los obrajes mayoritarios, permitidos por la ausencia de una oposición partidaria contundente, que haga jugar los equilibrios políticos y estimule el balance institucional; todo lo cual sirvió para habilitar una acumulación de recursos económicos y jurídicos, incluyendo la delegación de facultades legislativas, más un récord de decretos de necesidad y urgencia.

			El «decisionismo» —con esa «concentración inaudita de poder en el vértice de una pirámide, ya de por sí empinada» (Tonelli 2011: 10)— será prolongado durante las presidencias siguientes y se pronuncia cuando Cristina Fernández toma la posta, especialmente a partir de 2011, al ser reelecta en primera vuelta con más del 54 % de los votos, en unos comicios en los que el Frente para la Victoria —la coalición kirchnerista— obtuvo mayoría en las dos cámaras del Congreso y ganó asimismo en 23 de las 24 provincias de Argentina (Calvo & Murillo 2012).

			Este «tercer kirchnerismo» (2011-2015) arrancó con mucho respaldo, pero también con problemas económicos y políticos que se fueron complicando y levantaron desafíos para la personalidad fuerte de la «reina Cristina». Las bases del exitoso ciclo económico se modificaron, sobrevinieron escollos serios en el frente internacional y hubo una mayor conflictividad interna (Kulfas 2014), lo que incluyó: a) la «guerra del campo», una agitada rebelión del sector agropecuario contra los «impuestos móviles» que llevó al gobierno a desistir de su establecimiento; b) los efectos del «cepo cambiario», es decir de la restricción en la compra de dólares para evitar la devaluación del peso, frenar la inflación y la fuga de capitales, y c) la rebatiña de los «fondos buitres»: títulos de deuda pública comprados a precios desplomados que luego se pretenden cobrar por su valor nominal. Estos y otros problemas generaron también disidencias y conflictos políticos en los círculos de la familia peronista y sus asociados.

			2) Bolivia, 2006-2019

			En Bolivia la «potencia plebeya» (García Linera 2009) que llevó a la presidencia al carismático Evo Morales estuvo alimentada por escuadras populares de indígenas, obreros, campesinos y sectores de clase media, que concurrieron a la formación del Movimiento al Socialismo (MAS).

			La experiencia del MAS ha sido caracterizada como «movimiento de los movimientos», una figura de Toni Negri (2008) retomada por Álvaro García Linera, «copiloto» y mentor ideológico del gobierno de Evo Morales. Santiago Anria afirma que el MAS constituye un caso claro de «movement party», es decir, de un partido fundado directamente por activistas y dirigentes de movimientos sociales (Anria 2019). El MAS surgió a mediados de los noventa como «vehículo electoral» o «instrumento político» de los trabajadores cocaleros, pero se convirtió en un partido basado en alianzas con otros movimientos y organizaciones populares, capaz de incorporar un conjunto más amplio de temas, actores y demandas (Iglesias y Argento 2017).

			Sofía Cordero confirma que el MAS no es una simple expresión de las comunidades indígenas, sino una fuerza compuesta por una pluralidad de sectores populares. Desde su creación, el MAS mantuvo una tensión constante entre el nacionalismo popular y las posiciones indigenistas, las cuales han pasado a formar parte de su agenda —en una cierta «etnización» de la política— pero de manera ambivalente, mediante una suerte de «conversión sin fe» (Cordero Ponce 2012: 141).

			A su vez, Diego Luján (2020) sostiene que —más allá de la apelación étnica y de la conjugación de movimientos sociales o del liderazgo de Evo Morales, que son factores fundamentales— la amplitud de la convocatoria del MAS y sus éxitos electorales se explican por sus posiciones ideológicas en el espectro izquierda-derecha, con llamamientos decisivos: nacionalización de los recursos naturales, hostilidad al modelo capitalista y al neoliberalismo, énfasis en la redistribución de la riqueza, etc.

			El MAS —que vuelta a vuelta ha tomado distancia respecto al gobierno de Evo Morales, como lo han hecho asimismo los movimientos sociales— vino a cuadrarse ante un sistema compuesto por partidos tradicionales y nuevos integrantes: un sistema que en su conjunto contaba apenas con un par de décadas de vida y tenía sus flaquezas, pero había logrado una estabilidad democrática inédita, en un ciclo que llegó a verse como una «revolución silenciosa» para la agitada historia boliviana (René Mayorga 1997). Este cuadro estaba afectado por la falta de la dosis imprescindible de diferenciación y polaridad que todo sistema político: a raíz del efecto centrípeto que se produjo al alinearse los tres partidos mayores —de derecha a izquierda— en la aplicación de políticas de sesgo neoliberal muy similares. Por lo demás, Bolivia era un país con un Estado desarticulado, curtido por las desigualdades sociales y la discriminación racial, la fragmentación y los desequilibrios regionales, todo sumado a las dificultades internacionales y el contencioso con sus vecinos (Chile y Brasil a la cabeza).

			A partir de tal escenario, el MAS logra tres victorias electorales consecutivas, con holgada mayoría absoluta (54 % en 2005, 64 % en 2009, 61 % en 2014), y se sitúa en una posición de partido predominante, constituyendo un populismo de izquierda —o un «etno-populismo» como lo caracterizó Raúl Madrid (2008)— en el que campea el potente caudillismo de Evo Morales, con una concentración de poderes y lances de decisionismo político propios de una «democracia de jefes». (27)

			El gobierno de Evo Morales avanzó en medidas de nacionalización, (28) propósitos de autonomía y de regulación, de reposición económica e inclusión social, con un peculiar realce indigenista. Mediante un pragmatismo que se aparta de sus proclamaciones radicales, este gobierno respetó las reglas de la economía de mercado y buscó promover el desarrollo del capitalismo «andino-amazónico», sin expropiaciones, pero con un mayor control público y un mejor manejo de los recursos naturales, aprovechando las alzas en la cotización del gas. En el correr de trece años (2006-2019) se produjo el llamado «milagro boliviano», que combinó un crecimiento económico importante con la distribución del ingreso. (29)

			Con la conducción de Luis Arce, por entonces ministro de Economía, en ese período se implementaron políticas de industrialización, de incentivo del mercado interno y de estabilización del tipo de cambio; el PIB creció en forma sostenida (promedio anual de 4,9 %), el PIB per cápita se triplicó, aumentó el salario real, las reservas crecieron, la inflación fue muy baja, la pobreza extrema cayó de casi 38 % a 15 % y se registró una marcada reducción de la indigencia. (30)

			El gobierno de Evo Morales impulsó asimismo una «refundación» de la nación y de la misma estatalidad, sobre nuevas bases de soberanía, mediante la redefinición del estatuto de las regiones y con principios de ciudadanía atentos a la diversidad social y a las múltiples identidades étnicas.

			El «proceso de cambio» condujo al postulado de una «democracia intercultural» (Constitución de Bolivia, artículo 2) mediante el reconocimiento del carácter multicultural y de la pluralidad étnica de la sociedad y del Estado (Fernando Mayorga 2014: 97-133). (31) La definición plurinacional del Estado —con el lema del «buen vivir»— se asienta en la recuperación de formas de vida ancestrales de «naciones y pueblos indígenas originarios campesinos» e implica modalidades de autogobierno que generan algunos conflictos entre las distintas comunidades, no condicen con la concentración pronunciada del poder presidencial y, como señala Sofía Cordero (2012: 134), chocan a menudo con los objetivos gubernamentales de construir un Estado central activo. De hecho, según Fernando Mayorga, hay una «discordancia entre el ejercicio de la soberanía del Estado y la vigencia de los derechos colectivos de los pueblos indígenas. Es decir, entre el nacionalismo (estatista) y el indigenismo (plurinacional). Por ahora, la balanza se inclina hacia el nacionalismo en desmedro del indigenismo» (Mayorga 2014: 22-23). (32)

			La ambición reeleccionista de Evo Morales remató esta experiencia con una crisis política. Aunque la Constitución de 2009 introdujo un límite de dos períodos para los ejercicios presidenciales, Evo Morales se postuló por tercera vez en 2014, argumentando que el mandato anterior al establecimiento de dicho límite no contaba. Su decisión despertó algunas críticas, pero una vez más logró una amplia victoria electoral, gracias a los logros de su administración. Posteriormente, en febrero de 2016, un referéndum constitucional convocado por el propio gobierno rechazó la posibilidad de un cuarto mandato. Sin embargo, Evo Morales presentó igualmente su candidatura y el Tribunal Constitucional sostuvo que la reelección indefinida era parte de sus «derechos humanos». Esta circunstancia desató una crisis política, con manifestaciones callejeras, agitaciones violentas, intervención policial y otras acciones, incluyendo un discutido pronunciamiento de la OEA. Ante una sugerencia de las Fuerzas Armadas —para permitir «la pacificación y el mantenimiento de la estabilidad por el bien de nuestra Bolivia»— Evo Morales debió renunciar y exilarse. (33)

			No obstante, las reformas implementadas por lo que podríamos considerar una segunda revolución boliviana —después de la revolución «incompleta» de 1952 (34)— dejaron legados históricos (políticos, institucionales, económicos, culturales) de efectos perdurables. Estos legados podrían eventualmente afirmarse, puesto que en 2020 volvió a ganar el MAS (en primera vuelta, con el 55 % de los votos) y Luis Arce tomó la posta en la presidencia, con su perfil propio y en un contexto de nuevas dificultades, pero presentando líneas de continuidad con los gobiernos anteriores, en los que fue un protagonista de primera.

			3) Ecuador, 2007-2017

			En Ecuador la «revolución ciudadana» impulsada por Rafael Correa prosperó en el contexto de un sistema de partidos de fragilidad endémica, desprestigiado y prácticamente «pulverizado». En efecto, Ecuador tuvo históricamente una dificultad congénita para construir un sistema de partidos robusto y de alcance nacional, en un país en el que han pesado las desigualdades y la fragmentación social, la volatilidad electoral y la inestabilidad política, con una «fractura regional» que remite a dos subsistemas diferenciados: multipartidista en la sierra y bipolar en la costa (Pachano 2011, Freidenberg 2016).

			En ancas del movimiento Alianza PAIS (Patria Altiva i Soberana) y de su propuesta de «revolución ciudadana», Rafael Correa alzó inicialmente su candidatura de frente a tal cuadro institucional, aprovechando el desprestigio popular existente y promoviéndolo, mediante una campaña contra la «partidocracia» —que repiqueteó a lo largo de toda su gestión— con una postura antisistema, que lo llevó incluso a no postular listas para integrar el Congreso Nacional y a proponer la realización de una Asamblea Constituyente, con un ánimo fundacional semejante al que se registró en Bolivia y Venezuela con Evo Morales y Hugo Chávez.

			En la primera vuelta de las elecciones de 2006 Correa sacó 26,8 % de los votos y triunfó en la segunda con el 56,7 %, sin contar con diputados propios. Tuvo una baza mayoritaria en la Asamblea Constituyente, cuerpo que sesionó en 2007 y 2008 en la ciudad de Montecristi y sancionó una nueva Constitución. La Asamblea resolvió por añadidura la disolución del Congreso Nacional y asumió funciones legislativas. En las dos elecciones siguientes Correa obtuvo mayoría absoluta en primera vuelta (52 % en 2009; 57 % en 2013), completando en diez años tres mandatos consecutivos, con la vocación de una hegemonía excluyente. En ese empuje quedó atrás el «multipartidismo disperso» y la «fractura regional», puesto que Alianza PAIS llegó a convertirse en el partido predominante, con un asentamiento creciente a nivel nacional y en la red de autoridades seccionales (Freidenberg 2016).

			En este cuadro, Iglesias y Argento (2017) registran un escenario distinto al de Bolivia, ya que el componente de universalismo encarnado genéricamente en la «revolución ciudadana» y en la invocación de la «Patria» subsumió las demandas de los movimientos sociales. En el desarrollo de Alianza PAIS se modifican sus apoyos políticos originarios, dividiendo a las organizaciones sociales en «aliados» y «opositores». La Constitución de Montecristi de 2008 —«que es un cuerpo jurídico de una radicalidad inusitada»— establece el Estado Plurinacional del Ecuador. Sin embargo, la estrategia desmovilizadora del gobierno y la judicialización de la protesta fueron cercenando el activismo político y la incidencia de los gremios y las organizaciones sociales en la agenda de reformas y en la transformación del Estado. Las medidas discriminatorias y de deslegitimación se aplican a la representación indígena, cuando el sector opositor de la Conaie (Confederación de Nacionalidades Indígenas del Ecuador) transitó desde el distanciamiento inicial al enfrentamiento abierto con el gobierno (Iglesias y Argento 2017: 63-83).

			A partir de dichos procesos, merced a las normas de la nueva Constitución y acompañando la lógica populista, hubo una pronunciada concentración de poderes en la cabecera presidencial, así como un refuerzo marcado del peso y la intervención del Estado (Sánchez & Polga-Hecimovich 2018). Correa fue protagonista de un peculiar populismo tecnocrático —un «tecnopopulismo», como lo califica Carlos de la Torre— que combina la personalización carismática y maniquea de la política con una plana mayor de expertos posneoliberales, componiendo un gobierno embarcado en un proceso de cambio de dimensiones históricas, que busca alcanzar el «buen vivir» —sumak kawsay en la lengua kichwa vernácula—, entendido como la armonía entre la colectividad y la naturaleza (De la Torre 2013: 39). (35)

			Esta gestión política tecnocrática —con pautas autoritarias y autonomía respecto a los ciudadanos y a los movimientos sociales— promueve, según León Trujillo, una «modernización conservadora»: dado que el poder político busca el mejoramiento del aparato burocrático y de algunos dominios de la vida social y económica, imponiéndose e incluso silenciando a la sociedad y apelando a valores de orden del pasado (Trujillo 2012). Dados estos perfiles, varios autores consideran el gobierno de Correa un régimen autoritario competitivo (Levitsky & Loxton 2013; Basabe-Serrano & Martínez 2014).

			En pro de su proyecto nacionalista y basado en las normas de la Constitución de Montecristi, Rafael Correa dio curso a la expansión y el asentamiento de un Estado intervencionista —fuerte y «omnipresente»—, con la concentración del poder en la presidencia, el fortalecimiento de la administración pública y la planificación estratégica, a cargo de la Secretaría Nacional de Planificación y Desarrollo (Senplades).

			Fernando Mayorga confirma que en Ecuador —como en Bolivia— hubo en este ciclo un «retorno del Estado», mediante procesos de refundación y reformas incrementales, en pro de un «neodesarrollismo» peculiar, a partir de los postulados del Vivir Bien (Ecuador) y del Buen Vivir (Bolivia) como paradigmas alternativos basados en visiones indígenas (Mayorga 2014).

			Sánchez y Polga-Hecimovich (2018) sostienen que los procesos de «contrarreforma» institucional —para aplicar las políticas posneoliberales— fueron impulsados en Ecuador mediante la transformación del Estado y el aumento de sus capacidades por obra de cambios jurídicos y prácticas administrativas, de par con las normas establecidas en la carta constitucional de 2008 y remontando las tendencias cultivadas por gobiernos anteriores.

			Estas innovaciones fueron posibles gracias al boom de las commodities, la suba de los ingresos fiscales y un aumento sustancial del gasto público. El paquete de herramientas incluye el accionar de una oficina de planeamiento poderosa para la implementación de políticas de desarrollo y respaldar la gestión del Estado. Implica asimismo el crecimiento y la reorganización del sector público y de su burocracia, con ampliación de las agencias estatales y aumentos del número de funcionarios y de sus remuneraciones.

			Dado que Correa era muy crítico de la independencia del Banco Central, establecida en la Constitución de 1998, uno de los objetivos del gobierno con la nueva Constitución de 2008 fue recuperar la formulación de la política monetaria, crediticia, cambiaria y financiera (a pesar de que el dólar reemplazó al sucre y es la moneda oficial en Ecuador desde el 2000). Tales competencias pasaron a ser facultades exclusivas del Poder Ejecutivo, convirtiendo al Banco Central en uno más de sus instrumentos. En términos generales, la Constitución le otorga al presidente el poder de definir el plan nacional de desarrollo, organizar agencias ejecutivas y determinar el papel que los distintos órganos gubernamentales desempeñarán en ese plan.

			La Constitución de Montecristi también limita la flexibilización laboral, otro aspecto clave de la era neoliberal, proscribiendo prácticas que atentan contra los derechos de los trabajadores y estableciendo un marco jurídico en que el Estado juega un papel más activo en la regulación del trabajo. La Constitución regula el comercio internacional y dificulta la celebración de acuerdos comerciales. El artículo 422 prohíbe cualquier tratado o instrumento internacional que ceda jurisdicción soberana a instancias de arbitraje, en controversias contractuales y comerciales y en conflictos entre el Estado y personas naturales o jurídicas. (36)

			III — Tercera parte: socialdemocracias tardías

			Como otro ramal del giro de la izquierda de comienzos del siglo XXI, en Brasil, Chile y Uruguay prosperaron experiencias de tipo socialdemocrático, que representan un estreno absoluto para América Latina, pero se emparentan con los ejemplares europeos y hacen parte de las distintas generaciones históricas de socialdemocracia.

			Las experiencias socialdemocráticas son protagonizadas por partidos de izquierda institucionalizados, de hermandad con los sindicatos y de filiación socialista —aunque no porten ese nombre— que atraviesan por procesos de mutación y dejan de lado sus posturas más radicales y pasan a sostener un reformismo moderado pero efectivo. Adoptan estas estrategias políticas al asumir plenamente el régimen democrático y la opción electoral, en el marco de sistemas de partidos plurales y competitivos.

			Se trata pues de una izquierda «institucional» en dos sentidos. Primero, debido al grado de institucionalización que tienen de por sí los partidos de izquierda que forman el gobierno. Segundo, porque se trata de partidos integrados a la competencia electoral y a la democracia representativa, en el marco de sistemas de partidos plurales y competitivos, relativamente institucionalizados. En regímenes democráticos, la condición competitiva del sistema de partidos es la variable determinante y uno de los factores que inducen a los partidos de izquierda a consolidar su organización institucional y a desarrollar sus recursos políticos, a fin de convertirse en partidos desafiantes y tener posibilidades de triunfo. La efectividad de la competencia plural modela la evolución de los partidos, la ruta hacia el gobierno y las formas en que se ejerce el gobierno.

			Los gobiernos de tipo socialdemocrático tienen ante sí una oposición efectiva, alojada en las instituciones representativas, con cierto balance de poderes, ejercicios activos de control político y posibilidades de alternancia en el gobierno. Esta dimensión competitiva y plural, que falta en los gobiernos populistas —proclives a la concentración de poderes y al «autoritarismo electoral» (Shedler 2006)—, es un factor fundamental en lo que toca a la separación de poderes y la distribución de la autoridad pública, los checks and balances y la calidad de la democracia. (37)

			Los partidos que recorren la senda socialdemocrática se desarrollan como partidos electorales catch-all (Kirchheimer 1966), es decir, dejan de lado las aspiraciones de una transformación radical de la sociedad capitalista y diversifican su convocatoria política, aun cuando preserven algunos rasgos de partidos de masas, así como sus vínculos con los trabajadores y los sindicatos. El éxito electoral y la posibilidad de alcanzar el gobierno se convierten en el leit motiv central de estos partidos e inspiran esfuerzos que llevan a modificar la organización y los programas, la militancia y la estructura de liderazgo. Tales pasos de adaptación partidaria van acompañados de una «nacionalización», tanto en el sentido regional, de cobertura del conjunto de cada país, como en un sentido político, ideológico y cultural, en lo que refiere a su anclaje en las identidades y tradiciones patrias, al perfil más generalista y comprensivo de las ofertas programáticas, a la legitimación de los partidos de izquierda y a la proyección de sus liderazgos.

			Para alcanzar el triunfo electoral y una vez en el gobierno, al influjo de la competencia inter e intrapartidaria, estos partidos y sus diferentes fracciones —con grados diversos de convicción y resignación— aceptan las restricciones de la economía capitalista y de la democracia representativa. En rigor, asumen las reglas de la economía capitalista por obra de las restricciones políticas y el «marcapasos democrático» (Przeworski 2001), impuesto por la métrica exigente de los sistemas plurales competitivos.

			Precisamente, estos procesos se desarrollan desde que los partidos acatan la «restricción democrática», en sus dos dimensiones; no solo en lo que respecta a la competencia electoral, como opción política básica («the only game in town», según Giuseppe di Palma), sin perjuicio de sus otros recursos de poder, sino también en lo que respecta a las instituciones del gobierno representativo, en contextos de pluralidad y competencia efectiva, con posibilidades de alternancia y balance de poderes. Estos factores contribuyen a delinear las pautas incrementales y la gradualidad en que se desenvuelve el reformismo socialdemocrático, con sus consecuencias respecto a la magnitud, el propósito de institucionalización y la sustentabilidad política de las innovaciones. Dejando de lado los designios de «perfección socialista», estos partidos de izquierda optan por políticas pragmáticas y cultivan alternativas de desarrollo en sociedades «imperfectas», evitando avances demasiado arriesgados, en un esfuerzo por conciliar los principios de libertad y de equidad social con los requerimientos de la economía de mercado (Sandbrook et al. 2007).

			Este temperamento político implica la aceptación del capitalismo y a la vez una postura reformista, de distinto alcance, pero efectiva, lo cual supone medirse con el paradigma de turno: liberal, keynesiano o neoliberal. Adam Przeworski (2001) sostiene que se delinea por ello un régimen normativo de políticas públicas («policy regime»): una situación en la cual los partidos principales —cualquiera sea su inclinación— aplican políticas públicas relativamente similares, en virtud de las condiciones dominantes y de sus cálculos electorales. En los escenarios europeos y en los latinoamericanos habría pues un cierto flujo de modelos, tal como ocurrió en la era keynesiana.

			Sin embargo, no hay la monotonía que más de una vez se proclama, desde perspectivas de izquierda y de derecha: tanto en los abordajes que van en pro del neoliberalismo, alegando su condición de modelo racional o ineludible, como en las críticas que presumen la existencia de una implantación neoliberal uniforme. La ideología y las estrategias de los partidos y de los gobiernos de signo socialdemocrático marcan diferencias importantes (Maravall 1992 y 2012; Pribble 2013). Por lo demás, las propias reglas de la competencia política —las mismas que llevan a estos partidos a moderarse y pueden promover cierta convergencia— reclaman también que los partidos cultiven la «lógica de la diferencia» frente a los demás actores, con logros que dependen de las orientaciones y los recursos políticos de cada gobierno.

			Es en función de estas variables —específicamente políticas— que hay variaciones en el tipo, el grado de innovación y la calidad de las políticas públicas implementadas, en lo que refiere al desarrollo democrático, a los modelos económicos y a los regímenes de protección social. Esto remite a distintos tipos de democracia (Schmitter & Todor 2014) y a diferentes variedades de capitalismo (Huber 2002; Bogliaccini & Filgueira 2011). Más específicamente, tales dimensiones contribuyen a distinguir las estrategias socialdemocráticas «radicales» de las socialdemocracias «moderadas», las cuales prosperaron en distintas etapas del siglo XX y son las que logran abrirse camino en el marco de la globalización de corte neoliberal (Sandbrook 2014).

			Generaciones de gobiernos socialdemocráticos

			Han existido varias generaciones de gobiernos socialdemocráticos, establecidos en épocas distintas: en la era keynesiana, en la fase neoliberal y en la etapa posterior. Estos gobiernos presentan rasgos constitutivos comunes y al mismo tiempo variaciones significativas: por su configuración política, sus perfiles ideológicos y sus recursos de poder, los problemas y las restricciones.

			Con ello varía el «potencial socialdemocrático» de cada gobierno, es decir, su capacidad para implementar políticas públicas de ese género, con diferencias en el balance entre Estado y mercado, caso a caso y a través de las distintas generaciones, «clásicas» y «tardías», desde los años treinta hasta los tiempos recientes.

			Europa ha sido la patria de la socialdemocracia, tanto en lo que refiere a la génesis de la idea, los debates teóricos y las pugnas políticas nacionales e internacionales, como al desarrollo efectivo de los partidos y los gobiernos que cultivaron tal orientación. Ese trayecto —en el que se cruzan diferentes tradiciones y hay conflictos que dejan su huella— se remonta a los movimientos revolucionarios de 1848, para llegar al período de la división de las familias del socialismo y al parteaguas de la Revolución rusa, que da lugar al cotejo entre las figuras «realmente existentes» del comunismo y la socialdemocracia.

			Los gobiernos socialdemocráticos clásicos —que integran la generación «keynesiana» de la socialdemocracia— se extienden en varios países en el período posterior a la Segunda Guerra Mundial, con experiencias importantes, aunque de distinta envergadura y diferente conformación política, como lo han sido las de Alemania, Austria, Bélgica, Dinamarca, Finlandia, Gran Bretaña, Holanda, Noruega. (38)

			Suecia aparece en ese contexto como el ejemplo paradigmático de la socialdemocracia y es el caso que suele ponerse como modelo de referencia, aunque sea en rigor un «capítulo único» en la historia, marcado por el «excepcionalismo» del Partido Social Demócrata, que tuvo una larguísima permanencia en el gobierno a partir de los años 1930, como partido predominante, «representativo de la nación» (Esping-Andersen 1990). «Solo con mucha aprensión los lideres socialdemócratas salieron del castillo de sueños marxistas» (Herbert Tingsten) y se convirtieron en protagonistas de una «revolución sin revolución» que impulsó el desarrollo económico y social, afirmó el crecimiento industrial, tuvo como meta el pleno empleo y llevó a construir un Estado de bienestar que hizo la fama de Suecia. El SAP trabó alianzas sustanciales en los sectores urbanos y las clases rurales, obró como rector de coaliciones consistentes, dio forma a un corporativismo triangular robusto, basado en la centralización de los sindicatos y de los gremios empresariales. Por muchas décadas fue así el partido predominante, en una posición gubernamental que no se encuentra en los demás países de Escandinavia ni en Alemania u otras sedes de la socialdemocracia europea.

			Es claro que en las postrimerías del siglo XX y a principios del siglo XXI no existen las «condiciones ambientales» que acunaron las experiencias europeas clásicas, las cuales pudieron prosperar con mayor amplitud en la segunda posguerra y en el caso señero de Suecia, desde los años 1930.

			Entre otras condiciones que por entonces resultaban propicias hay que contar: i) la «simbiosis» con el keynesianismo, que era el consenso dominante; ii) autonomía del Estado y fortalezas para la regulación política del mercado en economías que operaban en el marco de una globalización distinta de la actual, con menor grado de apertura y una movilidad del capital más acotada; iii) promoción del pleno empleo y de los mercados internos, con una combinatoria de servicios sociales y de animación de la demanda, que amplía el universo de ciudadanos y de consumidores; iv) relativa centralidad de la clase trabajadora y de los sindicatos, junto al funcionamiento de arreglos corporativos bipartitos y tripartitos.

			Por cierto, a fin de tener un obraje socialdemocrático efectivo, a más de esas condicionantes, cuentan los factores políticos, que son decisivos; empezando por el gobierno de los partidos socialistas, con predominio propio o mediante coaliciones políticas, más de una vez con la democracia cristiana. Contaron asimismo las alianzas estratégicas con las clases medias y las «green coalitions», que ligaron a punteros del mundo urbano con propietarios rurales.

			En vista de los cambios en estos factores y en otras dimensiones económicas, sociales y políticas, distintas teorías se empeñan en explicar la declinación de la socialdemocracia europea. (39) Adam Przeworski (2001) describe la parábola descendente de estas experiencias: que pasan del reformismo al «remedialismo» y eventualmente a la «resignación», abrazando las recetas neoliberales. No obstante, el propio Przeworski reconoce que la socialdemocracia no está necesariamente condenada a la resignación y admite que siempre hay espacio para innovar, porque las restricciones no son tan ceñidas y los electores pueden modificar sus preferencias, al enfrentarse a las dificultades del neoliberalismo.

			El cambio en las condiciones ambientales no impidió que hubiera una nueva edición de la socialdemocracia en Europa, esta vez en el sur del continente, comenzando en los años 1970 y 1980, en momentos en que perdía vigencia el consenso keynesiano, cuando los prospectos neoliberales estaban al alza y despuntaba la avanzada conservadora de Margaret Thatcher (Boix 1996).

			Llega desde entonces la generación de las socialdemocracias que denominamos «tardías» (Lanzaro 2014), en relación a las socialdemocracias clásicas, más tempranas. Esta generación marcó un giro en la geografía política europea, puesto que aparece cuando la socialdemocracia atravesaba por un ciclo de baja en sus bastiones clásicos y se instala en países del sur de Europa occidental, en un empuje que alcanza a España, Francia, Grecia, Italia y Portugal, con exponentes que también en este ciclo tienen distinta envergadura, en lo que hace a los alcances de sus políticas socialdemocráticas (Gallagher & Williams 1989, Maravall 1991 y 1992, Anderson & Camiller 1994, Merkel 1995).

			Para el análisis de los casos de América Latina —que pertenecen también a la generación de las socialdemocracias «tardías»— interesa en particular la comparación con las experiencias de la península Ibérica: en España, merced a la gestión prolongada y decisiva del Partido Socialista Obrero Español (PSOE) —en alternancia con el Partido Popular (PP)—, por un camino que se abre con la presidencia señera de Felipe González, durante más de una década (1982-1996), siguiendo con las presidencias de José Luis Rodríguez Zapatero (2004-2011) y Pedro Sánchez (a partir de 2018), y en el Portugal de la Tercera República, mediante la participación del Partido Socialista en gobiernos minoritarios, mayoritarios y de coalición, en alternancia con otros partidos, pero accediendo varias veces al cargo de primer ministro en una forja de más de veinte años que logra avances políticos destacados. Esta saga comienza con Mário Soares en 1976-1978, quien vuelve al cargo en 1985-1986, antes de ser presidente de la República (1986-1996). Cuentan además los mandatos de António Guterres (1995-2002) y José Sócrates (2005-2011), así como los de António Costa (2015-2019 y 2019-2022), en gestiones seminales que perfilan una «cuarta vía» para la socialdemocracia en Europa (Ferreira 2017, Naumann 2018).

			Al comenzar estos trayectos, España y Portugal eran países subdesarrollados y «periféricos» en el occidente europeo —con economías «protegidas» pero dependientes y sociedades muy desiguales— que habían estado sometidos a regímenes autoritarios longevos y registraban debilidades en los pilares típicos de la constelación socialdemocrática: los partidos y los sindicatos. Estas características inciden en los desafíos que los partidos y los gobiernos de corte socialdemocrático tuvieron que enfrentar en ambos países: combinando los esfuerzos de desarrollo económico y social con el progreso democrático y el aggiornamento cultural, como «modernizadores tardíos» (Puhle 2001) de la política, la economía y la sociedad.

			En compensación por sus atrasos, estos países tendrán la ventaja de acceder a la integración europea, con las exigencias correspondientes, pero también con beneficios palpables y con los incentivos que ello pudo comportar para la movilización de coaliciones políticas y sociales conducentes, destinadas a consolidar la democracia y a promover el tiraje de líneas de competencia económica y de desarrollo social, hacia adentro y hacia afuera del espacio doméstico. (40)

			En los años 1990 y a partir del 2000 siguió planteada la difícil convivencia de la socialdemocracia con las tendencias neoliberales y hubo alternancias entre la izquierda y la derecha (Maravall 2012, Glyn 2001, Esping-Andersen 1996, Scharpf 1991). Los partidos socialdemocráticos se apegaron entonces a tres tipos de estrategias —«tradicional», «modernizada» o «liberal»— con distintas posibilidades de sobrevivencia y distintas capacidades de reforma, incidiendo en las diferencias que registra en cada país el cambio en los modelos de desarrollo y en los modelos de welfare (Merkel et al. 2008, Esping-Andersen 1996).

			Socialdemocracias tardías en América Latina

			Las experiencias socialdemocráticas tardías de América Latina surgen en Brasil, Chile y Uruguay en condiciones similares a las de Europa meridional, a partir de un cambio de época: a) lejos de los años dorados del keynesianismo «criollo» que prosperó durante varias décadas del siglo XX, en estos países y en otros de América Latina, y b) después de que la transición liberal que cundió desde los noventa generara transformaciones de diversa magnitud en el Estado, en la economía y en la sociedad, acarreando una suerte de revolución cultural que hizo mella en las ideologías corrientes y en la competencia política (Lanzaro 2011).

			Sin embargo, hubo entonces una estructura de oportunidad, propicia para los emprendimientos socialdemocráticos fuera del contexto europeo originario: en países de mayor desarrollo relativo, con democracias representativas de larga data o en vías de consolidación, que reunían las condiciones políticas necesarias para dichas experiencias, contando con partidos socialistas que se abren paso hacia el gobierno, en sistemas plurales y competitivos.

			En efecto, al despuntar el siglo XXI hay en América Latina una inflexión importante. Se agota el ciclo de fortuna del neoliberalismo y sobresalen las consecuencias desfavorables que la aplicación de sus recetas fue dejando: tanto en materia de integridad y de alcances de la estatalidad (stateness), de cambios en el ordenamiento político y de articulación de los sistemas de partidos (Lanzaro 2007), como en lo que toca a ciertos déficits sociales sensibles —pobreza, desocupación, desigualdad— que se verán agravados por sucesivos focos de crisis (Cepal 2006).

			Se abre entonces un momento privilegiado para que se produzca el giro a la izquierda. Junto a la recreación de las experiencias populistas, la gran novedad de esta temporada es el estreno de gobiernos de tipo socialdemocrático: en Brasil, con los dos períodos de Lula da Silva (2003-2011), continuados por Dilma Rousseff (2011-2015); en Chile, con el gobierno de Ricardo Lagos (2000-2006) y las dos presidencias de Michelle Bachelet (2006-2010 y 2014-2018); en Uruguay, con las dos presidencias de Tabaré Vázquez (2005-2010 y 2015-2020) y el mandato de José Mujica (2010-2015).

			Estas experiencias eran inéditas. En efecto, en América Latina y el Caribe ha habido y hay algunos partidos y gobiernos de apelación socialdemocrática que rara vez portan esa denominación y tienen bastante distancia respecto a una tipificación estricta.

			Los ejemplos que cabe mencionar son los que ofrecen los partidos afiliados a la Internacional Socialista. Son partidos y gobiernos que han obrado en ancas de liderazgos personalistas y de fórmulas del nacionalismo popular, a través de movimientos de independencia y guerras civiles, en empeños contra las dictaduras y con fervores anticomunistas, levantando reivindicaciones democráticas y dando impulso a políticas sociales e incluso a regímenes de bienestar, no necesariamente de alta gama. (41)

			A título simplemente ilustrativo, cabe hacer una referencia breve a cuatro exponentes de distinta envergadura que han pesado en la historia de sus respectivos países durante el siglo XX y entrado el siglo XXI: 1) el People’s National Party (PNP) de Jamaica, fundado en 1938 por Norman Manley, es un partido de vocación socialdemocrática que se vinculó a las centrales de trabajadores y ha estado por varios períodos en el gobierno: Norman Manley (1955-1992), Michael Manley (1972-1980 y 1989-1992), Percival James Patterson (1992-2006) y Portia Simpson-Miller (2006-2007 y 2012-2016); 2) el Partido Revolucionario Dominicano (PRD), fundado por Juan Bosch y dirigido luego por José Francisco Peña Gómez, adoptó explícitamente una consigna socialdemócrata e ingresó a la Internacional Socialista. Sin embargo, los presidentes del PRD que hubo después del estreno fugaz de Juan Bosh en 1963 estuvieron lejos de constituir gobiernos de tipo socialdemocrático efectivos y de hecho vivieron a la sombra del largo reinado de Joaquín Balaguer (22 años entre 1966 y 1996), quien prolongó a su manera la era del dictador Rafael Trujillo y fue un protagonista mayor de la modernización del país. El Partido de la Liberación Dominicana, fundado también por Juan Bosch, es una escisión del PRD, con una orientación nacionalista, de centro izquierda. El PLD prosperó bajo el liderazgo de Leonel Fernández —tres veces presidente (1996-2012)—, que fue sucedido por su correligionario Danilo Medina (2012-2020).

			Acción Democrática (AD) —socio conspicuo de la Internacional Socialista en América Latina— fue una presencia dominante en Venezuela durante la segunda mitad del siglo XX, con el liderazgo de Rómulo Betancourt y de Carlos Andrés Pérez. AD tuvo sus años dorados en el período democrático inaugurado por el Pacto de Punto Fijo (1958). Este pacto dio curso a un cartel bipartidario con los socialcristianos de Copei —dirigidos por Rafael Caldera—, afirmado mediante arreglos consociational, reparto de los puestos públicos y líneas de convergencia política.

			La consolidación de este bipartidismo y del «sindicalismo de conciliación», encabezado por la Confederación de Trabajadores de Venezuela, más los crecientes ingresos del petróleo, nacionalización mediante, sirvieron para montar un sistema político relativamente estable y con capacidad de integración respecto a las ascendentes clases medias, los empresarios, los trabajadores urbanos y los campesinos. Obró entonces un «petro-Estado» dispendioso, clientelista y prebendario, con articulaciones corporativas y una corrupción bastante generalizada, que se empeñó más en el gasto público y en un consumismo exuberante, que en las inversiones productivas y el desarrollo industrial autónomo.

			Como partido del Estado, Acción Democrática se acercó a la condición de un partido «nacional» y «multiclasista», fue en su hora protagonista de un «populismo radical» y tuvo por décadas una posición de cierto predominio, político, electoral y sindical. El sistema del Pacto de Punto Fijo entró en quiebra a fines de los noventa al mediar una convergencia perniciosa en la aplicación de las recetas neoliberales por parte de Rafael Caldera y Carlos Andrés Pérez. (42) El deterioro partidario —que generó descontento político y dio lugar a la revuelta popular del «Caracazo»— abrió la cancha para el ascenso de Hugo Chávez: ya no por un golpe de Estado, como en su intento abortado de 1992, sino por una victoria electoral rotunda, que impulsó la revolución bolivariana y fue el primer eslabón del giro a la izquierda en América Latina.

			El Partido de Liberación Nacional (PLN) —«de ideología socialdemócrata y progresista»— ha tenido en Costa Rica una posición de predominio, con visos de hegemonía, en el marco de un régimen democrático, con un sistema de partidos de institucionalización tardía, que se volvió plural y competitivo. Liberación Nacional ha ocupado repetidamente la presidencia, desde 1948 a 2014, tres veces con su líder originario José Figueres, «Benemérito de la Patria», vencedor de la guerra civil de 1948 y fundador de la Segunda República. (43) En esta configuración política fue fundamental la puesta en obra de un «Estado gestor», con nacionalizaciones y empujes de intervencionismo económico, así como el desarrollo de un régimen de bienestar social que se ubica entre los mejores de América Latina. Bajo el lema de la administración científica del Estado, la expansión de las empresas y los servicios públicos se hizo en base a «instituciones autónomas» —con tecnocracias especializadas y un plantel civil profesional— que lograron amplio reconocimiento nacional y han cumplido funciones estratégicas. (44)

			Teniendo en cuenta los saldos en materia económica y social, Sandbrook et al. (2007: 93-122) sostienen que Costa Rica constituye una de las pocas manifestaciones de la socialdemocracia en la «periferia global», con su «edad de oro» entre 1949 y 1979, mostrando a posteriori resistencia y capacidad de adaptación. Estos factores, junto con la abolición simbólica del ejército dispuesta por Pepe Figueres en 1948, han promovido la fama del «excepcionalismo» de Costa Rica, vista como la Suiza de América Central, en paralelismo con Uruguay. (45)

			La tradición socialdemocrática «tica» se prolonga con el Partido Acción Ciudadana (PAC), fundado por exmiembros de Liberación Nacional, que alcanza la presidencia por dos períodos consecutivos, con Luis Guillermo Solís (2014-2018) y Carlos Alvarado (2018-2022).

			Hacia fines de los noventa la posibilidad de una alternativa socialdemocrática en América Latina vuelve al tapete —acaso en una versión autóctona de la «tercera vía»— frente al avance del neoliberalismo, que se produjo en virtud de políticas que fueron incluso adoptadas por varios de los gobiernos que hemos mencionado, a semejanza de lo ocurrido con unas cuantas socialdemocracias europeas.

			La opción socialdemocrática para América Latina fue planteada en dicha coyuntura por algunos intelectuales como Luiz Carlos Bresser-Pereira, José María Maravall & Adam Przeworski (1993), Jorge Castañeda & Roberto Mangabeira (1998), Helio Jaguaribe (1998). (46) También fue una alternativa considerada por actores políticos: particularmente en el «Consenso de Buenos Aires», labrado en contraposición al Consenso de Washington por líderes de centro y de izquierda del continente, de filiaciones políticas muy diversas, en base a una plataforma a la que adhirieron Lula da Silva y Ricardo Lagos (Castañeda & Mangabeira 1998, Korzeniewicz & Smith 2000).

			Poco después, a comienzos del siglo XXI, los gobiernos de tipo socialdemocrático tuvieron su inauguración efectiva en Chile, Brasil y Uruguay mediante experiencias que, sobre todo en los dos últimos casos, responden con mejores créditos a la noción de socialdemocracia expuesta en este trabajo, que comprende a todas las generaciones históricas, clásicas y tardías. En este sentido, estamos ante un estreno absoluto para nuestra región, con manifestaciones que, por su naturaleza política, se hermanan con los exponentes europeos y se distinguen de los antecedentes latinoamericanos a los que hicimos referencia (Lanzaro 2011a y 2014a).

			4) Brasil, Chile y Uruguay: diversidad política y potencial socialdemocrático

			La geografía de la socialdemocracia muestra un mapa de diversidades, generación a generación y caso a caso dentro de una misma generación. Los gobiernos de esta especie comparten ciertas características constitutivas comunes, pero al mismo tiempo presentan variaciones significativas. Tales diferencias derivan: a) de las condiciones históricas y los legados institucionales, de los factores nacionales e internacionales y de la coyuntura en que se desarrollan, que establecen el sistema de restricciones y los desafíos que deben afrontar; b) de los rasgos concretos de cada gobierno y de sus recursos políticos, es decir: i) el «coeficiente de poder» del gobierno versus el peso de la oposición en el arco de las instituciones políticas, en el Parlamento y en los niveles regionales; ii) el liderazgo del presidente y la consistencia o debilidad de su partido y de sus alianzas políticas, de acuerdo a las características del sistema de partidos, su institucionalización y su temple competitivo; iii) las relaciones con los sindicatos y los movimientos sociales, así como la organización, el arraigo y el grado de centralización de estos actores, en cotejo con los sectores empresariales y sus gremios. Según sea esta combinatoria, encontramos diferencias en las agendas y en los resultados de los distintos gobiernos, en el calibre del reformismo que cultivan y el tipo de programas que ponen en obra, con un panorama en el que cabe registrar distancias considerables.

			Las experiencias socialdemocráticas de América Latina prosperaron cuando el neoliberalismo entró en una fase de declinación —pero no de agotamiento— y transcurren en un contexto de restricciones nacionales e internacionales persistente, en el que incide la globalización y hay que lidiar con los legados institucionales, los efectos de la revolución cultural del neoliberalismo y las reformas que este propició. Habrá pues balances distintos, con mayor o menor peso de la impronta neoliberal y con distinto potencial socialdemocrático, registrándose un «progresismo limitado» en Chile (Garretón 2012) y mayores márgenes de innovación en Brasil (Amorim Neto & Santos 2014) y Uruguay (Lanzaro 2014b; Bentancur & Busquets 2016), con asignaturas pendientes de distinta importancia, pero con una performance en materia de reformas y de calidad de la democracia que en el ranking de los gobiernos del giro a la izquierda resulta significativa (Weyland et al. 2010, Lanzaro 2014a).

			En el horizonte de un capitalismo con mayor regencia del mercado, se quiso pasar a un capitalismo más «coordinado» por la política y las acciones estatales (Hall & Soskice 2001), impulsando asimismo una recomposición de los regímenes de protección social. Claro que país a país y en los diferentes campos económicos y sociales dentro de cada país hubo distintos grados de coordinación, como hubo también distintos puntos de partida: con un genotipo histórico que los empujes del neoliberalismo en Brasil y en Uruguay nunca desplazaron del todo y que solo fue modificado profundamente en el caso de Chile durante la dictadura de Pinochet (Bogliaccini & Filgueira 2011). (47)

			IV — Las izquierdas en obra

			Los diversos capítulos de este libro proponen balances de las políticas de los gobiernos —populistas y socialdemocráticos— del giro a la izquierda, mostrando las líneas de continuidad y de innovación en lo que toca a varios renglones de la economía y a otras políticas públicas relevantes: relaciones laborales y sindicatos, políticas sociales, educación, políticas indígenas, derechos de las mujeres y diversidad sexual, integración regional.

			En un cuadro de restricciones considerables y de un cúmulo de factores intervinientes, cabe mencionar dos de las dimensiones que modelan los procesos de innovación. En primer lugar, la dimensión genética (path dependence), que remite a las pautas de desarrollo histórico de cada país, y segundo, y de manera decisiva, la performance de los distintos gobiernos depende de sus trazas ideológicas y de la competencia política, según las características de los sistemas de partidos y la incidencia de otros poderes.

			Sin entrar en detalles a este respecto, en el arco de países considerados hay en esta etapa configuraciones mayoritarias: en los populismos de Bolivia y Ecuador, en la situación peculiar de Argentina y también en Uruguay. Hay asimismo gobiernos de coalición, de distintos formatos, especialmente en Brasil y Chile. Los siguientes capítulos del libro aportan elementos para analizar la performance de estos gobiernos, evaluando en qué medida y con qué sesgos ponen en obra sus respectivos capitales políticos, en el marco de la estructura de oportunidades y condicionamientos que signan el ciclo del giro a la izquierda en América Latina.

			* * * * *
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